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INSTITUCIONES POLÍTICAS Y MARGINALIDAD 




El sistema de seguridad social en Colombia, se ha venido construyendo bajo la 
influencia y experiencias internacionales, desde mediados del siglo XX. Esta 
construcción se ha caracterizado por cambios, transiciones y reformas, en sus 
instituciones y mecanismos de protección a lo largo del tiempo. El sistema  actual 
está compuesto por los régimen en salud, régimen en riesgos profesionales y 
régimen en pensiones, siendo este último el objeto de estudio.  
El objetivo del trabajo es revisar de manera documental el régimen pensional y 
evidenciar como a través del tiempo se mantiene una estructura que provoca 
marginación social,  inducida por las debilidades institucionales, en relación a la 
cobertura y sostenibilidad financiera, que aún hoy están presentes en el “nuevo” 
sistema.  
Se hace un análisis de los problemas más evidentes del régimen pensional 
colombiano, que perpetuán el círculo vicioso (marginación e insostenibilidad 
financiera), agudizado posterior a la reforma. 
Se presenta un reflejo de lo que ha significado el sistema financiero y cómo los 
arreglos institucionales han hecho que el sistema de seguridad social quede 
atrapado en este. 
 
Palabras clave: Seguridad social, Previsión, Sistema de seguridad, Sistema 










Es importante reconocer la amplitud del campo de cubrimiento de la seguridad 
social que para el caso colombiano se encuentra agrupado en el sistema de  
salud,  pensiones y riesgos profesionales. 
En lo concerniente a este trabajo de investigación se hará referencia a la 
seguridad social vista como un todo, en donde básicamente corresponde al estado 
la defensa de los derechos constitucionalmente reconocidos. 
La  seguridad social tal y como se conoce hoy día en Colombia, tiene sus orígenes 
a mediados del siglo XX, donde de manera incipiente se crea el primer régimen 
pensional. El gobierno del país intentó en ese periodo configurar un sistema de 
seguridad social tomando como base el sistema de protección social alemán para 
el caso de las pensiones.  
La ley 90 de 1946 es la vía jurídica a través de la cual se organizó 
institucionalmente un sistema de seguridad social, que cubriera aquellas 
enfermedades que no tuvieran un riesgo profesional (la maternidad, la invalidez, la 
vejez y muerte). Como coinciden muchos autores1 la seguridad social en Colombia 
tiene unos elementos históricos que permiten reconocer varias etapas. La primera 
de ellas enmarca todos los intentos normativos antes de  la ley 6  de 1945, que se 
caracterizaron por su forma desordenada y dispersa. La segunda etapa se 
presenta en un periodo de organización del sistema entre los años 1945 y 1967, 
momento en el cual las pensiones de los empleados del sector privado se hicieron 
obligatorias a la vez que iban aumentando progresivamente los rangos de 
protección. Entre 1967 y 1977, se presenta una tercera etapa en la que el sistema 
de seguridad social amplía la cobertura, aumentando los beneficiarios y los rangos 
de protección. Finalmente a partir 1978 hasta 1990 se presentó un periodo de 
crisis del sistema de seguridad social donde afloran no solamente las debilidades 
en el cubrimiento del sistema, la cuales se evidencian en mayor grado dada la 
situación económica que caracterizó ese periodo, sino que deja al descubierto los 
inmensos vacíos presentes en el esquema, que serán “corregidos” por una serie 
de reformas que surgen desde 1990 y resultan en una nueva constitución política, 
que además sirve de cimiente de la ley 100 de 1993 produciendo cambios 
                                            
1 Ver Arenas Monsalve G. El derecho Colombiano de la seguridad social. Pág. 61. primera edición. 
Edit. Legis. Bogotá (2006) y Rengifo O.J.M. La seguridad social en Colombia. Pág. 38. Tercera 
edición. Edit. Temis. Bogotá (1989). En Rodríguez Salazar O. & Le Bonniec Y. Crecimiento, equidad y 
ciudadanía hacia un nuevo sistema de protección social. Tomo 2. Primera edición. Edit. Colección 
de estudios sobre protección social Alcaldía Mayor de Bogotá, Centro de Investigaciones para el 
Desarrollo CID. Universidad Nacional de Colombia. Bogotá. (2006). 
  




1. Definición del problema 
La seguridad social es concebida al interno de los convenios internacionales como 
un derecho fundamental, y se define como un sistema basado en cotizaciones por 
medio del cual se garantiza protección frente a todo tipo de contingencias a las 
que está expuesto el ser humano durante toda su vida hasta la muerte. 
La seguridad social presenta una serie de ventajas para la población, provee 
ingresos suficientes a todos los beneficiarios, asegura la asistencia médica, 
garantiza ingresos en periodos cortos, provocados entre otros factores por el 
desempleo, la maternidad, enfermedad, en periodos largos por la invalidez, 
provocada por accidente de trabajo, asegura ingresos para los años de vejez. 
La seguridad social contribuye a la cohesión social como mecanismo de 
redistribución del ingreso, al crecimiento y desarrollo general del  país mediante la 
mejora de las condiciones de vida. Por medio de los sistemas de seguridad se 
pueden mitigar los efectos de cambios estructurales y eventuales choque externos 
provocados por otras economías. 
Este es deber ser de la seguridad social, miremos el ser.  
El cambio de modelo en la década de los ochenta a nivel global de corte 
neoliberal, arraso con todos los avances que en materia de seguridad se habían 
logrado. El desmedido afán de reproducción del sistema capitalista   ha 
desencadenado una serie de inequidades de todo tipo y cuyos indicadores son  
devastadores.  
La población en situación de pobreza aumenta cada vez en forma dramática, 
existe una mayor concentración del ingreso, las epidemias y pandemias se 
diseminan por el globo terrestre, es cada vez mayor la población que se ocupa en 
el sector informal, impunidad en la justicia, corrupción, aumento del daño 
ambiental etc. 
En materia de seguridad social que es el tema que nos convoca, las cifras no 
pueden ser mas ilustrativas, sólo el 20 por ciento de la población mundial tiene 
una cobertura adecuada en materia de seguridad social mientras que más de la 
mitad no dispone de ninguna forma de protección social.  Aquellos que no están 
cubiertos tienden a formar parte de la economía informal, por lo general, no están 
protegidos en su vejez por la seguridad social y no están en condiciones de pagar 




En este contexto entre el deber ser y el ser de la seguridad social, surge la 
siguiente pregunta de investigación. 
¿Es el régimen pensional colombiano dentro del sistema integral de seguridad 
























2. Objetivos de investigación 
2.1 Objetivo general 
¿Analizar el sistema pensional colombiano desde su surgimiento hasta hoy en sus 
diferentes etapas respecto a los principios de universalidad, solidaridad, y 
eficiencia? 
2.2 Objetivos específicos 
Caracterizar por etapas el proceso de conformación del sistema general de 
seguridad social en el que está inmerso el sistema pensional en Colombia,  
Identificar las causas que han provocado la crisis del régimen pensional 
colombiano,  
Determinar los aspectos comunes y en contraposición del régimen de prima media 
y de ahorro individual creados después de la reforma bajo los principios de 
universalidad y solidaridad. 
Explicar los mecanismos financieros previstos en la ley 100 y sus efectos 













3. Marco conceptual 
3.1. La previsión social 
La actividad productiva del ser humano tiene una significante trascendencia, al 
representar una alternativa que posee el individuo para satisfacer necesidades 
básicas propias y de su grupo familiar en condiciones dignas. La  satisfacción de 
necesidades, cada vez más creciente, hace que opere en él su homo 
economicus2. 
Es de esta manera que el hombre se inserta en lo que hoy podíamos definir como 
mercado laboral, caracterizado por un entorno de producción en donde el individuo 
pone a disposición de un tercero su mano de obra para la transformación de 
materia prima, que en el caso de la economía real, redundará en bienes y/o 
servicios que satisfacen las necesidades de alimento, vestido, transporte, salud, 
recreación, etc., de la sociedad en general. 
A la actividad de producción son inherentes una serie de riesgos a que están 
expuestos los individuos que participan de esta y pueden de una forma u otra 
menoscabar o incluso dar fin a su capacidad de trabajo.  Dentro de estos riesgos 
se encuentran la enfermedad, la maternidad, el desempleo, la invalidez, la vejez y 
la muerte; cada uno de estos puede significar una limitación transitoria o definitiva 
a la capacidad productiva, que será en el corto plazo, una pérdida del ingreso de 
sustento del individuo y de su familia llevándolos a un estado de vulnerabilidad3. 
En este contexto surgen las diferentes modalidades de previsión social como una 
respuesta de la sociedad ante el riesgo al que está expuesto el ser humano en 
general, por medio del cual pueden ser vulneradas sus condiciones básicas de 
vida y la facultad de ganar el sustento propio y de sus familias por medio del 
trabajo. Por esto, emergen una serie de instituciones y mecanismos de carácter 
social que buscan ser un auxilio de la población más vulnerable, en pro de 
aumentar sus niveles de calidad de vida, teniendo en cuenta las contingencias a 
las que están expuestos incluso desde antes de nacer y hasta el día de su muerte, 
siendo este el sentido de la seguridad social. 
La seguridad social como cualquier proceso histórico, cumple una etapa para dar 
paso a otra nueva y tiene sus orígenes en  la asistencia caritativa de unos 
individuos hacia otros como una forma de proveer la satisfacción social.4 A lo largo 
                                            
2 La característica del Homo Economicus es la necesidad económica de sobrevivir, mediante la 
venta a precios de  mercado, de su fuerza de trabajo. 
3 Giraldo H. Reflexiones sobre la seguridad social en Colombia. Actualidad Laboral. 1984. 
4 Arenas G. El origen conceptual de la seguridad social. Bogotá. LEGIS. 2007 
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de la construcción histórica, la noción de asistencia se ha manifestado en 
diferentes contextos; el primero de ellos es la familia, pasando por lo privado hasta 
llegar a la asistencia pública, en esta última los recursos y auxilios financieros 
corren por cuenta del tesoro público, buscando llegar a los sectores económicos 
más débiles, que no pueden acceder a otro tipo de previsión social para suplir sus 
necesidades más apremiantes.  
Como unidad más compleja de superación de necesidades sociales surge la 
previsión, basada en la forma de poder anticipar posibles eventualidades a las que 
está expuesto el ser humano y estar preparado para ellas. Se debe hacer una 
separación entre los mecanismos de previsión individual (de los cuales el más 
común es el ahorro) y los mecanismos de previsión colectiva que son el 
mutualismo y el seguro privado5.   
Es tal la importancia de la previsión, que algunos la señalan como la esencia 
fundamental de los sistemas de seguro social que posteriormente se consolidan 
trascendiendo sobre el sistema de seguros privados.  
Los aportes a este sistema son de parte de toda la comunidad productiva, es decir 
empleadores, trabajadores y Gobierno, todos contribuyen para sufragar los gastos 
generados por aquellas vicisitudes que puedan presentarse a los trabajadores y 
que ven disminuida su capacidad productiva. Estos seguros son de carácter 
obligatorio para el conjunto de trabajadores que conforman el mercado de trabajo 
formal y tienen un carácter legal que especifica a quién se da el derecho de 
protección. 
Comparando el seguro social con la asistencia pública como mecanismos de 
protección social, se encuentran similitudes como que ambas parten de un papel 
activo del Estado, además de estar impregnadas de la solidaridad entre sus 
miembros, para atender necesidades sociales. De igual forma hay aspectos que 
las diferencian, como la imposibilidad de cubrir por parte de la asistencia pública 
todas las eventualidades al interior de aquellas poblaciones de menores recursos, 
dado su carácter gratuito; mientras el seguro social tiene un carácter contributivo, 
que responde de manera clara ante los eventos cubiertos en forma de beneficios, 
que son exigibles por la persona asegurada.  
Las bondades que se reconocen al seguro social como mecanismo de protección, 
se suscriben explícitamente en la cobertura inicial que tuvo, logrando llegar a una 
porción significativa de la población, adicional a una serie de importantes 
contingencias cubiertas, esencialmente concentrada en los trabajadores formales. 
Así, este mecanismo presenta restricciones que vale la pena referenciar; su 
carácter restringido es una de ellas, pues únicamente tiene en cuenta a aquellos 
que estén dentro del mercado laboral formal, marginando de la protección que 




requieren a amplios sectores de la sociedad que están también expuestos a un sin 
número de riesgos. 
También se critica la escaza proporción de riesgos cubiertos por los seguros 
sociales, asociados a la enfermedad y algunos apuros económicos que no 
garantizan  la obtención de mayores niveles de bienestar, como un factor que 
limita el ejerció pleno de los derechos sociales. 
3.2 Seguridad social 
Es un mecanismo de previsión en donde no solamente está presente el Estado, 
sino que también confluye el agente privado y más aun el individuo propiamente 
dicho. Esta manera de previsión social para la satisfacción de necesidades, tiene 
como soporte la anticipación a futuras eventualidades y la solidaridad como valor, 
pues su finalidad es brindar ayuda a las personas más vulnerables de la sociedad. 
Este, no es un instrumento que reemplaza al individuo en la satisfacción de 
requerimientos vitales, pero se convierte en una acción deseable en caso de 
calamidad. 
La manera como se lleva de la teoría a la práctica el concepto de seguridad social, 
genera diferentes grados de complejidad por los enfoques que en ella misma 
emergen, de ahí que el concepto en sí mismo ha sido empleado en distintos 
sentidos; de acuerdo con Gerardo Arenas:  
 En el sentido limitado, la seguridad social es asociada a los seguros 
sociales en su dimensión reparadora de daños provocados por 
eventualidades de tipo social (valga la redundancia).  
 En una visión universal del derecho, la protección social supera las 
eventualidades de carácter físico y trasciende incluso hasta aspectos 
morales y espirituales. Así, se sostiene que la seguridad social debe ser 
para todos aquellos que la requieran, pero especialmente para los que se 
encuentren en mayor grado de vulnerabilidad.  
 En el sentido contributivo, la seguridad social tiende a desligarse de los 
seguros sociales, particularmente de la manera como supera las 
restricciones financieras. En esta propuesta la contribución es el 
mecanismo para  garantizar sostenibilidad. 
Se hará un recorrido de las definiciones de seguridad social, en el contexto de 
cada uno de los sentidos expuestos. La primera de ellas es la definición que 
acerca a la seguridad social a mero mecanismo por medio del cual se  busca 
reparar eventualidades asociadas a la población económicamente productiva, 
frente a riesgos antes mencionados como: la enfermedad, la invalidez, la 
18 
 
maternidad, la vejez o la muerte y que generan  disminución temporal o definitiva 
de la capacidad de trabajar.  
Esta definición de seguridad social es percibida como un elemento que 
complementa el trabajo humano, en satisfacción de necesidades básicas, es decir,  
se entiende que su fin primordial es la prestación de servicios asistenciales 
encaminados a recuperar la capacidad de trabajo de un individuo, además de 
otorgar una prestación económica que sustituya el ingreso del trabajador y que 
sirva de sustento a él y a su familia.6 
Resulta difícil tener una única definición de seguridad social y un criterio unificado, 
dado el nivel de complejidad del tema; Zúñiga y Arenas plantean una buena 
definición, pero es pertinente revisar lo expuesto por autores como Isaza, 
Venegas7 y Rengifo8, que incorporan aspectos antes no contemplados y 
encuentran en la seguridad social un escenario que debe ir más allá de la 
protección a la fuerza laboral, que debe llegar a un número cada vez mayor de 
población excluida y vulnerable económica y socialmente, donde el Estado debe 
desempeñar un papel determinante como garante de  tal derecho. 
Es el Estado quien debe irradiar dicha protección a todos los individuos de la 
sociedad, sin hacer diferencia de su ocupación u oficio, clase social o filiación 
política. Es además, de quién deben surgir las iniciativas  en torno a la seguridad 
social, así como la garantía del acceso a los benéficos propios del sistema de 
protección. Todos llegan al acuerdo de que se trata de acciones que promuevan la 
protección de los individuos frente a riesgos que generan disminución en los 
estándares de calidad de vida propios y de su familia, desde el nacimiento hasta la 
muerte. 
En esta misma dirección es importante señalar la postura que tienen diferentes 
entidades del orden internacional a este respecto. Tal es el caso de la 
Organización Internacional del trabajo (OIT), entidad que direcciona sus esfuerzos 
a la protección de los derechos del trabajador9 y de la sociedad en su conjunto, 
definiendo la protección social como “la protección que la sociedad proporciona a 
sus miembros, mediante una serie de medidas públicas, contra las privaciones 
económicas y sociales que de otra manera derivarían de la desaparición de o de 
una fuerte reducción de sus ingresos como consecuencia de enfermedad, 
                                            
6 Isaza G. La seguridad social en Colombia. Bogotá: Grupo Editorial Leyer Ltda; 2000. p. 419-432. 
7 Vanegas M. Algunos conceptos sobre seguridad social. Actualidad Laboral. 1988; 25(Enero-
Febrero):21-24. 
8Rengifo JM. Conceptos Generales. Bogotá: Editorial Temis; 1989. p. 58-73 
9 En el preámbulo de su constitución (1919): Necesidad de mejorar las condiciones de los 
trabajadores  
(“lucha contra el desempleo”, “protección del trabajador contra las enfermedades, sean o no 
profesionales, y contra los accidentes de trabajo”, y “a las pensiones de vejez y de invalidez”). 
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maternidad, accidente del trabajo o enfermedad profesional, desempleo, invalidez, 
vejez y muerte, y también la protección en forma de asistencia médica y de ayuda 
a las familias con hijos….”10 
“Organización Internacional del Trabajo (OIT): la señala como derecho 
fundamental y determina el marco jurídico para los sistemas nacionales”. 
 
“El concepto universal de seguridad social (no sólo a los trabajadores), es de la 
OIT” 
 
Es evidente como dentro de esta definición está incorporada la dimensión pública, 
del mismo modo que las contingencias típicas que han cubierto los seguros 
sociales. En una visión de mayor alcance, la misma OIT enfatiza que la protección 
no puede limitarse al tiempo presente, pues los riesgos cambian dependiendo del 
entorno en el que el individuo y la sociedad en conjunto se desarrollen. Se platea 
entonces que la seguridad social más allá cubrir estrictas eventualidades del 
ámbito laboral deben dotar a sus protegidos de herramientas que les permitan 
adaptarse a nuevas realidades11, por lo que además de prestaciones monetarias 
se requiere de estructuras que brinden variedad servicios12. 
Teniendo en cuenta la obra de los autores citados, vale la pena mencionar que 
dentro de esta basta amalgama de aproximaciones conceptuales, existe un único 
objeto sobre quien recaen todas las acepciones hechas, el Ser Humano, y que 
está expuesto a las posibles “fatalidades 13 que puedan sobrevenir en la vida y que 
además se deba garantizar los medios para que se realicen como individuos e 
integren de manera efectiva en la comunidad”. 
Por su trascendental importancia para el desarrollo humano y su íntima relación 
con la dignidad de la persona, el derecho a la protección social se reconoce 
internacionalmente como un derecho humano fundamental y es a partir de ahí que 
se indican cuáles deben ser los principios rectores, que para este estudio se 
esbozarán tomado como referencia la obra del profesor Gerardo Arenas, “La 
seguridad social en Colombia”. 
                                            
10 Oficina Internacional del Trabajo. Introducción a la Seguridad Social. Ginebra: Editorial Alfa 
Omega; 1992.  
11 Acción formativa para el empleo, vivienda, ahorro, crédito educación, recreación y demás 
aspectos que contribuyan a la promoción del bienestar. 
12 Rengifo JM. Una política de integración de la seguridad social para Colombia. Actualidad Laboral. 
1987; 24. 
13 Alonso M. Taller Panamericano de Seguridad Social realizado por la Pontifica Universidad 
Javeriana. Bogotá: 1983. (Una manera de referirse a las contingencias o eventualidades alas que 
están expuestos los seres humanos).  
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El autor en su obra  refiere cinco principios sobre los cuales está sustentado no 
solo el sistema de seguridad en Colombia, sino la gran mayoría de estos en el 
mundo, los cueles son: 
 
 Principio de universalidad: Basado en lo referido por la OIT, donde se 
planeta la seguridad social como un Derecho Humano. Por tanto todas las 
personas que conforman la sociedad (no solamente la población de 
trabajadores dependientes)14  deben recibir protección. 
 
 Principio de la integridad de las prestaciones: Se debe garantizar que la 
prestación de beneficios derivados de la seguridad social sean completas, y 
correspondan de manera integral a todas las contingencias que pueda 
afrontar durante toda su vida. 
 
 Principio de unidad de Gestión: Indica la coordinación de todos los entes 
gestores involucrados dentro de los sistemas de seguridad social. 
 
 Principio de la solidaridad en la financiación: Todos y cada uno de los 
actores sociales, aportan en la medida de lo necesario con recursos para 
financiar las contingencias que puedan presentar los individuos de una 
comunidad. Es el estado el garante de bienestar general de la sociedad y 
con especial atención a los más necesitados. 
 
 Principio de internacionalidad: Hace referencia a la obligatoriedad de 
cumplimiento que implica la suscripción y ratificación de los acuerdos 
internacionales y entre los Estados, refiere a como las protecciones de 
seguridad social deben trascender las fronteras y no ser vulneradas cuando 
la persona cambie de país de residencia.  
 
Por otra parte, es importante señalar algunos de los preceptos en torno de la 
seguridad social a nivel mundial que serán abordados posteriormente: 
 
 
 Es una de las principales instituciones sociales de las naciones 
democráticas.  
 
 Se presenta como instrumento del fomento del desarrollo económico, de la 
cohesión social y de la democracia. 
 
 Es indicador de igualdad, que señala el nivel de avance de una sociedad. 
                                            




 Simboliza un emblema del Estado del Bienestar y luego del Estado social 
de Derecho. 
3.3  El Estado del bienestar 
 
Este es un tema sobre el cual se ha escrito copiosamente. Esta parte del trabajo 
no intenta hacer una recopilación bibliográfica en este sentido, sino examinar el 
concepto de “Estado de Bienestar” en aquellos rasgos sobresalientes que lo 
caracterizan. 
 
La institución central de este tipo de Estado es la seguridad social, elevada a 
rango constitucional por Bismark en Alemania, y cuyos orígenes se remontan a la 
segunda guerra mundial. 
 
Para Esping – Andersen 15 en su análisis tripartito de Estado de Bienestar, es 
clave el grado de desmercantilización que impone aquél y la alianza de clases que 
lo diseña. 
 
Para Andersen el Estado benefactor ha sido estudiado con “estreches” por 
aquellos que lo relacionan con las cuestiones sociales (servicios sociales, 
vivienda). Otros con una visión más amplia lo llevan al campo de la economía 
política en donde el Estado debe ser organizador y  gestor de del mundo 
económico. 
 
Este autor plantea distinguir tres principales regímenes de los estados de 
providencia de acuerdo al grado de desmercantilización. 
 
Liberal: tiene sus orígenes en la ley de pobres del siglo XIX. El de menor nivel de 
desmercantilización, limitado esencialmente a la protección de los más débiles, los 
subsidios sociales son modestos y escasos y se restringen a los estratos sociales 
más bajos, estimulando al resto de la sociedad a adquirir  seguros sociales 
privados. 
 
Social demócrata: posee el mayor nivel de desmercantilización, está influenciado 
del modelo universalista de Beveridge. El Estado mismo, es proveedor de 
subsidios sociales de alta calidad para todas las personas, independientemente de 
su situación en el mercado y de la estratificación social. Pretende cultivar la 
solidaridad  por encima de las diferentes escalas sociales y que convocan a toda 
                                            
15 Esping A. Les trois mondes de l'Etat-providence. Puf París. Citado por Rodríguez O. en “La difícil 
construcción de un Estado de Bienestar”. 
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la sociedad. Se ha caracterizado por un alto nivel de protección social contra todos 
los riesgos y con una oferta abundante de servicios sociales, pero también y sobre 
todo, de una voluntad política de redistribución del ingreso mediante el sistema 
impositivo. 
 
Conservador: Basado en la protección social construida sobre la presunción  
salarial, buscando no una transformación social a través de la equidad, sino del 
mantenimiento del status social, en el cual los individuos dependen casi totalmente 
de los aportes y del tipo de empleo. Se identifica con  modelo Bismarckiano de la 
Alemania del siglo XIX.  
 
Esta clasificación que hace el autor está sustentada en tres variables: la calidad de 
los derechos sociales, los efectos de la distribución  en términos de estratificación 
social y la manera como se relaciona el Estado el mercado y los hogares. 
 
Según Andersen (decommodification), es el margen de maniobra que tienen los 
agentes sociales de vender su mano de obra sobre el mercado de producción 
capitalista lo que permite condiciones de vida aceptables. Quienes estén por fuera 
del mercado laboral, el Estado debe brindarles ingresos que les permitan mejores 
nivel de vida, dando origen a lo que él denomina salario social, que consiste en un 
conjunto de beneficios transferidos a la población activa o inactiva, otorgando  
poder de compra. 
 
Iag Gough16 define el Estado de bienestar, como la utilización de la fuerza de 
poder, para modificar la reproducción de la fuerza de trabajo y controlar la 
población no activa en las sociedades capitalistas. La era en la que se enmarca 
este enfoque es la posguerra y comprende dos conjuntos de actividades estatales: 
La provisión de servicios sociales a individuos y familias bajo contingencias 
especiales (seguridad social, sanidad, beneficencia, educación y vivienda), y la 
reglamentación estatal de  actividades de individuos y corporaciones que afectan 
directamente las condiciones de vida inmediata de individuos y grupos dentro de la 
población.  
 
El aporte del profesor Bob Jessop17, identifica tres determinantes que caracterizan 
a un Estado de bienestar;   el primero, es el desarrollo basado en la relación 
fordista, el segundo, plantea la regulación del mercado por parte del Estado y el 
                                            
16 GOUGH l. Economía política del Estado de Bienestar Edit. H. Blume, Madrid. 1982. Citado por 
Rodriguez O. en “La difícil construcción de un Estado de Bienestar”   
 
17 Jessop B. Crisis del Estado de Bienestar. Hacia una nueva teoría del Estado y sus consecuencias 
sociales. Universidad Nacional de Colombia. 1999. Citado por “La difícil construcción de un Estado 





tercero, el pacto social que da como origen una forma de Estado basado en la 
defensa de los derechos humanos. El Estado de bienestar propicia un nuevo lugar 
al concepto de ciudadanía, el cual refiere al ejercicio de los derechos políticos, 
civiles y sociales. 
 
En tanto Holloway18 y Hobsbawm19,  haciendo hincapié sobre diferentes 
dimensiones  del Estado de Bienestar, tienden a identificarlo con las políticas 
económicas keynesianas instauradas desde la segunda posguerra. 
  
Ambos autores coinciden en identificar en el keynesianismo, un replanteo  en la 
relación Estado-mercado, a partir del cual la mayor participación del primero, en el 
incremento de la demanda y la inversión, disminuirá su ciclo de depresión. 
Igualmente coinciden en determinar que la políticas anti cíclicas del 
Keynesianismo, lo conducen hacia un nuevo papel de intervención, frente al 
fracaso indudable del “laissez faire, laissez passer”. 
 
 
Pierre Rosanvallón identifica en Estado de Bienestar, lo que él denomina Estado 
Providencia desarrollado también por Esping- Andersen como una extensión del 
Estado Protector moderno clásico. El Estado de bienestar se analiza en el nivel 
desmercantilizador que propone Andersen ya explicado con anterioridad.  
 
Para este último autor  las instituciones típicas del Estado de bienestar encuentran 
su racionalidad económica en el esquema keynesiano fundado en el principio de 
una estrecha relación entre las exigencias del crecimiento económico y la 
búsqueda de mayor equidad social. Bajo el modelo Keynesiano se promulga la 
intervención para impulsar la actividad económica pero a la vez se espera del ente 
que sea socialmente activo. 
 
Fue por medio de Keynes que el discurso sobre el Estado de bienestar se articulo  
a la políticas de regulación del mercado.  
   
Se puede afirmar que el postulado principal del Estado de Bienestar es combatir la 
exclusión social, manifestada a través de mayores niveles de pobreza y 
acompañado de acciones gubernamentales que erradiquen este flagelo para la 
sociedad. 
                                            
18 Holloway J. Marxismo, Estado y Capital. La crisis como expresión del poder del trabajo Buenos 
Aires, Fichas Temáticas de Cuadernos del Sur, 1994.. 1994. Citado por Furlani M.  Estado de 
bienestar: auge y resquebrajamiento. Revista Electrónica de Psicología Política Año7 Nº 20 – 
Julio/Agosto 2009. 
19 Hobsbawm E. Historia del siglo XX. Barcelona, Crítica, 1995.  Citado por Furlani M. Estado de 






Las acciones gubernamentales  a las que se hace referencia, están encaminadas 
en especial a intervención de la economía para lograr entre otros objetivos:  
 
 Una situación de plena ocupación. 
 Un sistema de seguridad social que cubriera la totalidad de la población. 
 La generalización de un alto nivel de consumo y la garantía de un nivel de 
vida mínimo incluso para los más desfavorecidos 
 
El Estado de bienestar es entonces, una forma de organización resultante de la 
mezcla de dos lógicas, la del seguro que cobija a toda la población y la de 
universalización de los derechos sociales como promotores del nuevo concepto de 
ciudadanía. El seguro social es la institución que distingue al Estado de bienestar 
y su objetivo es el de erradicar la pobreza como mecanismo de exclusión social. 
 
Las instituciones tradicionales de la seguridad social encuentran su coherencia  
económica en el modelo keynesiano, caracterizado por una fuerte intervención del 
estado sobre el mercado, un activismo fiscal marcado y un régimen tributario 




Despierta en la teoría contemporánea la preocupación por las instituciones dentro 
de un modelo que se hace llamar el “neoinstitucionalismo” , escuela que retoma 
algunos de los elementos del “viejo institucionalismos”. El marcado ascenso y 
preocupación por las instituciones se traslada a importantes ciencias sociales 
como la ciencia política, la sociología, la historia y la economía, y se enfocan en 
los resultados políticos, económicos, y sociales que estas generan. 
 
Se encuentran entonces, bajo la óptica de las instituciones. marcada diferencias 





Viejo institucionalismo: Su objeto de estudio fueron las instituciones sociales, 
políticas y económicas. Este enfoque privilegió la historia de instituciones políticas. 
 
Neoinstitucionalismo: Critica el elemento de estructura funcional en historia. 
Combina dos enfoques para el estudio de las instituciones; el enfoque amplio que 
da cuenta de las  grandes instituciones a nivel social (Familia, iglesia, empresa), y 
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el de agencias estatales (instituciones) en forma estrecha. Los trabajos de Evans, 
Rueschemeyer y Skoopol (1979); Steinmo, Thelen y Longstreth (1992), y Skoopol 
(1992) son buenos ejemplos de ellos. 
 
El mayor aporte está en la manera como se aborda el estudio de las instituciones 





Viejo institucionalismo: La manera clásica de abordar el estudio de las estructuras 
fue a partir del análisis de su función en la esfera política, social, económica. Sin 
embargo a partir de los trabajos de Marx y Durkerheim se observa la influencia de 
las instituciones en los comportamientos individuales. 
 
Neoinstitucionalismo: Se retoma  el enfoque clásico de la influencia de las 
instituciones en el comportamiento del individuo, pero desde otros supuestos. Se 
abordan individuos que están en lo profundo de las instituciones y  moldean sus 
creencias y preferencias.  
Un nuevo elemento que se reconoce, es la autonomía de los actores, pero 
entramada en relaciones sociales intermedias entre el actor y las 
macroestructuras. El rol de la familia, la sociedad civil, las relaciones obrero-
patronales y los enfoques de redes son ejemplo de ello (Granovetter, (1985); 
Berger y Luckman, 1986, Putnam (1993); Cohen y Arato (1992); Okin, (1989); 
Pateman, (1989)). 
 Ciencia Política 
Viejo institucionalismo: Se caracterizó esencialmente por el estudio de las 
nociones de Estado y Gobierno. El estudio de las instituciones estaba enfocado en 
los aspectos normativos de la administración pública y al carácter neutral de sus 
miembros. 
Neoinstitucionalismo: Centra su objeto de estudio en las decisiones individuales  
que no pueden ser explicadas sin referencia al marco institucional superior en que 
están insertas. 
Existe un interés por la noción de lo que representa el poder ejercido por una 
persona o grupo sobre otros. Las instituciones desempeñan un papel importante 




Entre los principales representantes se encuentran: Shepsle (1989), Weingast 
(1996), Pzeworsky (1995), Elster (1999), Evans (1995),  Linz (1994), Knight 
(1992); Ostrom (1990).    
 Economía 
Viejo institucionalismo: Su estudio está basado en el paradigma neoclásico, en el 
individuo egoísta y la racionalidad económica.  La base del estudio es la 
maximización. 
Neoinstitucionalismo: Hay un resurgimiento del estudio de las instituciones 
económicas. Su propósito es demostrar que el funcionamiento del mercado libre, 
depende de una serie de arreglos institucionales que lo hacen posible. Plantean 
preocupaciones de elección individual y socialmente eficientes. Principales 
exponentes, North (1995) y Williamson (1989). 
Existe en las ciencias sociales una preocupación referente a las instituciones, 
como se evidencia, existe además un marcado interés por el poder y el individuo, 
en la esfera política y económica.  
Sin lugar a dudas las ciencias sociales, de acuerdo a lo expuesto, han despertado 
singular interés por las instituciones y el sentido que estas tienen dentro de la 
sociedad. Este trabajo sólo ahondará lo referente a las instituciones vistas desde 















El presente trabajo de grado se suscribe a la metodología de investigación 
documental. Basada en la metodología del marco lógico de intervención. La 
recolección metódica, ordenada y sistematizada utilizando la   de información 
relacionada con sistema de seguridad en  (régimen pensional) Colombia.  
La recolección de documentos inicia con una búsqueda en diferentes bases de 
datos, J-STOR, SCIELO, introduciendo los términos seguridad social, sistema 
pensional y sus posibles combinaciones. El mismo proceso de hace en el 
buscador Google académico con el fin de identificar material electrónico que se 
ajuste a las necesidades de información del proyecto. 
Es importante hacer precisión que la mayoría de material bibliográfico fue 
encontrada en medio físico, pero de igual modo fue importante el material 
recabado en este otro formato. 
Los insumos bibliográficos en su mayoría fueron libros, revistas20, archivos 
electrónicos, leyes impresas y digitales. Posterior a la identificación se realizo la 
lectura de los prólogos, tablas de contenido, resumen.  
Se buscan las fichas bibliográficas correspondientes, en diferentes de la tred 
publica, Virgilio Barco, Universidad nacional, Bibliotecas de universidades 
privadas, Universidad Javeriana21 para hacer una selección más profunda.  
Seguido se elaboran las fichas de resumen analítico escrito (RAE) que de acuerdo 
a la temática se van clasificando según los objetivos específicos. Y posterior a 
esto se realiza el proceso de lectura en profundidad, usando las fichas en donde 
se consigno información relevante. 
Después de realizar dicha lectura se procede a realizar el índice de temas, y la 
redacción del borrador. Una vez redactado se envió a un “par” para correcciones. 
Una vez ajustado se escriben las conclusiones y se ajusta a las normas ICONTEC 




                                            
20 Revista actualidad laboral universidad Javeriana.   
21  Se resalta la colaboración y la calidad del material existente en dicha universidad lo cual 
constituyo un aporte  significativo para este trabajo 
28 
 
5. Evolución histórica de la seguridad social en Colombia 
La seguridad social en Colombia se ha venido construyendo desde la época 
republicana hasta nuestros días. Como todo proceso de construcción social ha 
pasado por etapas previas donde se pueden identificar periodos de gestación 
consolidación y desarrollo. 
Con el fin de identificar los aportes en relación a la seguridad social, en cada 
periodo de tiempo se examinarán los avances legislativos que tuvieron lugar y los 
hechos ocurridos. El primer periodo, considerando y tomando como base el aporte 
hecho por Jesús María Rengifo22 y Gerardo Arenas23, será tomado desde la 
conformación de la república hasta 1945 y llamado periodo de dispersión,  el 
segundo abarcará de 1945 hasta 1967, y se conocerá como  periodo de 
organización, el tercero irá desde 1967 hasta 1977  y se denominará periodo de 
ampliación, y el cuarto y último será desde 1977 hasta 1990, siendo este el 
periodo de cambios rectificaciones y crisis. 
5.1 Periodo de dispersión: Conformación de la Republica hasta 1945.  
5.1.1 Características de este periodo 
En primera instancia y con el propósito de contextualizar la manera como se  
generan los actos legislativos en relación a la seguridad social, se expondrán en 
forma breve las características del periodo y se examinará el antecedente más 
evidente que dio paso a la conformación de la seguridad social en Colombia. 
El punto de partida que encuentra sustento histórico en relación a la seguridad 
social, es el discurso de Angostura24 en 1819 del libertador Simón Bolívar, a quien 
varios autores reconocen como el iniciador del término a través de las palabras 
dirigidas al pueblo venezolano en aquel discurso: “el sistema de gobierno más 
perfecto es el que comporta mayor cantidad de bienestar, de seguridad social, y 
de estabilidad política.”25 Si bien es cierto que la seguridad social a la que hizo 
alusión el libertador en aquel momento, era de tipo militar, es en dicho momento 
                                            
22 Rengifo JM. Proceso Histórico. In: Rengifo JM, editor(s). La Seguridad Social en Colombia. 
Bogotá: Editorial Temis; 1989. p. 30-57. 
23  Arenas G. Las etapas de la Seguridad Social en Colombia. El Derecho Colombiano de la 
Seguridad Social. Bogotá: LEGIS; 2007. p. 61-134. 
24 Cacciatore, G. Scocozza, A. El Gran Majadero de América. Simón Bolívar Pensamiento Político y 




en donde enraíza el concepto de la seguridad social como un mecanismo de 
protección que está dirigido a satisfacer las necesidades de todos los miembros de 
la sociedad durante toda su vida, y queda claro que es al Estado a quien 
corresponde velar por su cumplimiento. 
Durante el proceso  de conformación del Estado, existen intereses e iniciativas 
públicas por organizar y generar normas legislativas direccionadas a la protección 
de los ciudadanos frente a contingencias que los llevarán a situaciones de 
vulnerabilidad.  
Efectivamente se elaboran estatutos que van en concordancia con esta noción de 
seguridad social, pero estas primeras producciones no tienen una articulación ni 
responden a un proyecto planificado sino que son respuestas estatales que surgen 
de las coyunturas económicas, políticas y sociales de la época ya que ni siquiera 
existían entes especializados en la materia para desarrollar los programas 
propuestos.26 
Ante la falta de un esquema de planificación estatal que reconociera las 
necesidades alrededor de la seguridad social, son los empresarios, gremios y 
asociaciones quienes toman el liderazgo en la creación de beneficios sociales. De 
esta manera es que se conforma la primera entidad de seguridad social, 
formalmente organizada en el país, La Caja de Sueldos de Retiro de las Fuerzas 
Militares, como un esfuerzo por garantizar compensaciones y pensiones para 
familias de aquellos miembros que fallecieran en ejercicio de su labor por actos 
heroicos. (Ley 75 de 1925). 
Continuamente este primer esquema legislativo fue replicado por diferentes 
sectores, y es así como la protección social se traslada incorporando a sus 
esquemas de protección a empleados del sector oficial, y con el pasar del tiempo, 
se abre el camino para el reconocimiento de esos mismos derechos a quienes 
estaban representados por gremios y organizaciones obreras.27.  
La característica fundamental de los primeros esquemas de seguridad social 
colombianos, es la subordinación de un tercero, que labora por cuenta ajena, y 
está comprometido con una organización empresarial por un contrato de trabajo. 
Este hecho revela las limitaciones y restricciones de los actos legislativos emitidos, 
que privilegiaron inicialmente a los trabajadores del sector oficial y posteriormente 
a aquellos que devengaban un salario, producto de una relación mediante contrato 
de trabajo con las empresas, dejando de lado a un sin número de ciudadanos que 
ejercían su actividad económica de manera informal, y que de igual forma estaban 
                                            
26 Isaza G. La seguridad social en Colombia. Derecho Laboral Aplicado. Bogotá: Grupo Editorial 




expuestos a contingencias sociales, que podrían limitar su capacidad laboral y 
colocarlos en una situación de vulnerabilidad. 
Como se puede apreciar la seguridad social en Colombia desde sus principios ha 
evidenciado una marginación a lo largo de su historia, que en nuestros días es 
cada vez más evidente, no solo por la exclusión, sino por la 
desinstitucionalización; por lo que es importante considerar estos puntos  
fundamentales para cambiar este acontecer que aún hoy margina a un gran 
número de la población. 
Como se ha mencionado antes, estos fueron los primeros esfuerzos realizados en 
favor de la formulación e implementación legislativa de temas como pensiones, 
maternidad, sindicatos, incapacidades, etc., para grupos poblacionales 
específicos, como los enfermos de lepra y los trabajadores del sector oficial. Estás 
se configuran en iniciativas de normativa legal resultantes de las luchas obreras 
orientadas hacia la reivindicación social del trabajador frente al esquema de 
producción industrial que se impone, como del accionar humanitario del estado, 
que comienza a entender los clamores de sus gobernados y sirve como garante 
de interés social.  
Sin embargo y teniendo en cuenta la debilidad institucional del Estado en relación 
a entidades que se encargan de la gestión y administración de los mecanismos de 
protección a los que hacía referencia el marco legal, es en el director en quién 
recae la responsabilidad por todas las eventualidades que le ocurran al trabajador 
en el desarrollo de su dinámica laboral. Lo anterior implica que el sistema de 
seguridad si bien es normado por el estado, la protección, las garantías de las 
prestaciones asistenciales y económicas que requeriría el trabajador cuando ve 
disminuida su capacidad laboral es responsabilidad del empleador lo que da a la 
protección un carácter privado que limita la intervención estatal. 
Este evidente vacío dentro del esquema que se venía construyendo y frente a la 
necesidad de tener una institución en la que recaiga todo lo relacionado a la 
seguridad social, tuvo alternativas  de solución a partir de 1928, cuando se 
presentaron diferentes iniciativas que buscaron articular todos los beneficios 
sociales que la legislación había ido reconociendo y materializarlos en un sistema 
de seguros sociales basado en fórmulas que habían sido implementadas con éxito 
en diferentes contextos a nivel mundial. 
Es así como a partir de ese año se presentan proyectos de ley, que intentan 
organizar institucionalmente la seguridad social en Colombia. Un primer proyecto  
de ley fue el de la Caja de Seguros de Trabajo, que tendría por finalidad la 
conformación de un sistema que promueva la protección de eventualidades que 
pudieran limitar a un trabajador su capacidad laboral28. 




En 1929 se presenta un proyecto de ley que propone la creación de de Caja de 
Indemnizaciones Obreras, con el fin de garantizar el servicio de indemnizaciones 
por accidentes de trabajo y seguro colectivo. En 1931 también se presenta la 
propuesta de crear el Fondo de Previsión Social el cual estaría adscrito al 
Ministerio de industria. En este proyecto participaron entre otros Jorge Eliecer 
Guillermo Rodríguez y José López.  
A pesar que estos proyectos no germinan de la forma esperada, entre 1930 y 
1945 se evidencia el empeño por ampliar la protección y mejorar la legislación 
emitida en años anteriores, y aunque todavía esta legislación sufre de falta de 
articulación y de conectividad, estos pasos van a ser trascendentales para la 
estructuración en la siguiente etapa del Instituto Colombiano de Seguros Sociales 
(ICSS). 
5.2. Periodo de Organización del sistema de seguridad social en Colombia: 
desde 1945 hasta 1965 
5.2.1. Características de este periodo 
Luego de la abultada legislación alrededor del tema de las garantías y protección  
de los trabajadores, en el periodo de dispersión, se ve germinar de forma material 
lo que será el intento por construir un sistema de previsión social como política de 
Estado, a partir de la creación del Instituto de Seguro Sociales (ISS). 
Es en este periodo en donde se dan los lineamientos respecto a regulación de la 
relación patrono laboral, por medio del Código Sustantivo del Trabajo, cuya 
promulgación significa la formalización de la legislación laboral y pone en 
evidencia del papel estatal en este frente. 
En  los temas estrictamente legislativos, este periodo inicia con el anuncio de la 
ley 6 de 1945, considerada por algunos expertos29 el eje mediante el cual se pudo 
articular la dispersa legislación laboral de periodos anteriores y se rige como 
núcleo de toda la legislación formulada posteriormente sobre el tema. Esta ley 
formula conceptos respecto a intereses específicos de la dinámica laboral, dentro 
de las que cabe mencionar, las convecciones colectivas de trabajo, las 
asociaciones profesionales y el derecho a la huelga. 
Entonces habrá que detenerse en la ley 6 de 1945, para entenderla como 
instrumento central en la composición de lo que hoy es la seguridad social en 
                                                                                                                                     
 
29 Arboleda J. El Derecho del Trabajo y la Seguridad Social: Realidades y Proyecciones. Bogotá: 
LEGIS; 1998.  
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Colombia, y realizar algunas aproximaciones a elementos que en su interior 
reposan.  
Un primer elemento que vale la pena indagar, refiere las secciones II y III como 
aquellas de mayor relevancia, por consignar todo lo referente a las prestaciones 
patronales y las prestaciones oficiales respectivamente. 
Aquí es palpable que las prestaciones sociales tienen un tratamiento diferente, 
dependiendo si se refieren a un empleado del sector particular, o a aquellos 
empleados u obreros del sector oficial. Se crean así dos regímenes diferentes 
según se pertenezca a uno u otro.30 
De esta manera y como lo explica el profesor Rengifo, en su artículo Una política 
de Integración de la Seguridad Social en Colombia, “el abanico  de prestaciones 
promovido por esta ley que resulta abundante para el sector oficial con respecto al 
sector particular tiene marcadas diferencias. Se continuará con el régimen de 
prestaciones patronales, para los trabajadores particulares, hasta se estructure 
una entidad que lo reemplace en dicha obligación, mientras que las prestaciones 
sociales de los empleados oficiales de orden nacional, serán asumidas por la Caja 
Nacional de Previsión” 
De este modo y teniendo en cuenta dicha discriminación, el artículo 12 de esta ley 
es la representación del régimen particular mencionado al precisar que “mientras 
se organiza el seguro social obligatorio” es el empleador quien debe asumir la 
prestaciones sociales necesarias para suplir los estados de necesidad provocados 
por accidentes de trabajo31, enfermedad profesional, invalidez, enfermedad de 
origen común, así como el auxilio de cesantías y vacaciones.  Si bien aquí se 
muestra una diferenciación entre empleado y obrero, las prestaciones a las que se 
hace alusión cobijan a ambos grupos, lo que significa un progreso frente a 
disposiciones anteriores en donde se establecían beneficios separados para unos 
y otros. 
De igual forma el artículo 17 señala como prestaciones sociales oficiales entre 
otras, la pensión vitalicia por jubilación, pensión por invalidez, seguro por muerte, 
auxilio por enfermedad no profesional, asistencia médica y hospitalaria y gastos de 
entierro. Para garantizar el cumplimiento y efectivo reconocimiento, el artículo  18 
de la ley señalada, permite la creación del ente mediante el cual se garantizan las 
prestaciones sociales oficiales de los empleados nacionales, La Caja de Previsión 
Nacional de los empleados y obreros nacionales y cuya responsabilidad 
administrativa y patrimonial recae sobre el Gobierno Nacional. 
                                            
30 Ibit 
31 Giraldo H. Reflexiones sobre la Seguridad Social en Colombia. Actualidad laboral. Bogotá 1984. 
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La ley 6 de 1945, aparte de ser el eje señalado en líneas anteriores, se convierte 
en el antecedente  histórico más relevante, de la que se considera una de las 
piezas jurídicas mas preciosas de la legislación social en el siglo XX del país. La 
ley 90 de 1946 funda un régimen estructurado de Seguridad Social sin 
antecedentes en Colombia. 
Al respecto vale anotar la exposición de motivos que hizo el entonces Ministro de 
de Trabajo, Higiene y previsión Social, Adán Arriaga Andrade, ante el congreso de 
la República, acerca de la aplicación del régimen de seguros sociales en otras 
latitudes indicando que 
“esas experiencias nos dicen que el sistema de seguros sociales tiene sobre el de 
prestaciones sociales, que es el adoptado por el legislador colombiano desde hace 
cuarenta años, ventajas indiscutibles”, ante lo que comienza a enumerar tales 
beneficios como la no dependencia de la solvencia del empleador; la posibilidad 
de que los trabajadores de las pequeñas empresas disfruten también los 
beneficios del sistema; la ausencia de cargas excesivas para las empresas, 
comparada con las prestaciones a su cargo; el efecto ético sobre el trabajador, 
que en el régimen de prestaciones “exige sin medida porque nada le cuesta”, 
aparte de que “se habitúa a la desmoralizadora gratuidad de los servicios”, 
mientras que en el seguro social “el trabajador paga, en cotizaciones, un servicio 
que exige como derecho y no recibe como dádiva generosa”; “finalmente, en las 
prestaciones patronales no se asegura a quienes sirven a varios empresarios y a 
otros grupos de asalariados, y en el seguro social todos quedan igualmente 
protegidos” 
El acto legislativo32 mediante el cual se establece el seguro social obligatorio tuvo 
lugar el 26 de diciembre de 1946 y a partir de este se crea el Instituto de Seguros 
Sociales para trabajadores particulares y sus beneficiarios. Esta entidad fue 
diseñada para remplazar a los empleadores en el reconocimiento que tienen las 
personas en el desarrollo de su actividad laboral. Si bien la ley fue aprobada en 
1946 sólo hasta 1949 entró en total vigor, momento en que se asume por parte del 
ISS, las prestaciones económicas y asistenciales propias de riesgo de enfermedad 
común y de maternidad, cargas laborales que hasta ese momento se hallaban en 
cabeza de los empleadores. 
Como se referenció anteriormente uno de los hechos más importantes que 
caracterizaron este periodo  fue la entrada en vigencia del estatuto de mayor 
importancia en materia laboral. En 1950 se da a conocer el Código Sustantivo del 
Trabajo, con el que se propende por un equilibrio social  en coordinación de un 
espíritu económico, entre patrono y empleados. 
                                            
32 Colombia. Congreso de la República. Ley 90 de 1946, Diciembre 26. Por la cual se establece el 




Por su importancia se hará referencia al artículo 5° de dicho Código, en donde 
define lo que se entiende por trabajo, “El trabajo que regula este Código se trata 
de toda actividad humana libre, material o intelectual, permanente o transitoria, de 
carácter personal, consciente, dependiente y remunerada que excluye todas las 
demás formas de trabajo, en especial, la independiente o por cuenta propia”. 
Evidentemente y de acuerdo a lo normado en el Código el derecho a la seguridad 
social, queda circunscrito al esquema de trabajo asalariado, quedando por fuera 
del sistema una proporción  significativa de ciudadanos que no tienen un contrato 
laboral, y que ejercen su actividad económica de forma independiente y/o de 
manera  informal. 
Posterior a esta norma, se adoptan los seguros de pensiones y de riesgos 
profesionales como una manera de extender la seguridad social en el territorio 
nacional, estos fueron considerados en una coyuntura política de vital importancia 
para el país, entre los años 1958 y 1974, periodo en el que se presenta una 
coalición y una superposición en el poder de liberales y conservadores, conocido 
este fenómeno como el Frente Nacional.    
Un aspecto no menos importante que caracteriza este periodo es la aparición de 
las primeras cajas de compensación familiar, con lo que se marca el inicio del 
régimen subsidiado. Así mismo se crea el Servicio Nacional de Aprendizaje 
(SENA), como institución que orienta la instrucción de la fuerza laboral nacional 
dentro del esquema de producción y las dinámicas del mercado laboral que 
caracterizaron al país en ese momento. 
La legislación proferida en este periodo de organización del sistema de seguridad 
social deja en claro varios aspectos, en primera instancia que la seguridad social 
queda íntimamente ligada a la situación de trabajador asalariado, segundo, que la 
prestación de los servicios será por una parte por cuenta del ISS, para el caso de 
los trabajadores particulares y por otra por la Caja  Nacional de Previsión, para el 
caso del empleado u obrero oficial, y tercero, que las prestaciones sociales hasta 
que no sean totalmente absorbidas por el ISS, estarán a cargo del empleador, 
esencialmente las relacionadas con pensiones, enfermedad profesional, etc. 
 
5.3 Periodo de ampliación del sistema de seguridad social en Colombia: 
desde 1967 hasta 1977.  
5.3.1 Características de este periodo 
El periodo que va desde 1967 hasta 1977, tiene como objeto la ampliación de los 
beneficios y prestaciones de la seguridad social así como lograr una mayor 
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cobertura a lo largo y ancho de la geografía nacional. Una forma  de ampliación de 
los beneficios sociales de los trabajadores fue a través del fortalecimiento de las 
Cajas de Compensación Familiar, las cuales habían hecho presencia de manera 
marginal en el periodo de organización antes contemplado. 
En este periodo de tiempo se cristaliza lo dispuesto en la ley 90 de 1946, se 
materializa lo allí contemplado, con la incorporación de los seguros de invalidez, 
vejez y muerte (IVM).  
Este hecho en particular es considerado, por autores como Oscar Rodríguez, 
como la manifestación más concreta por parte de Estado no sólo en la 
consolidación del sistema de seguridad social sino como regulador de la actividad 
económica.33 De esta manera los estamentos gubernamentales toman una 
posición más activa con respecto a los seguros sociales en la medida que intentan 
articular este mecanismo de previsión dentro de la política oficial. 
Es en relación a este propósito que se busca unificar los beneficios obtenidos en 
el régimen público y aquellos contemplados en el régimen privado, que se 
encontraban dispersos a parir de la ley 6 de 1945. Es así como en 1968 emerge el 
decreto ley 3135 de 1968 y su correspondiente Decreto reglamentario 1848 de 
1969, el cual busca la unificación normativa y técnica de los dos regímenes, que 
serán descritos a continuación en sus figuras rasgos más característicos. 
El primero de ellos el decreto ley 3135 de 1968, plantea principalmente recoger en 
un único cuerpo legislativo,  todo lo relacionado con prestaciones sociales a las 
que tienen derecho todos los empleados públicos y los trabajadores oficiales, y 
que se encontraban igualmente dispersos. Lo primero que plantea la citada norma 
es la imposición de la Presidencia de la República de realizar un estudio técnico a 
la Caja Nacional de Previsión Social y con ella a todas las entidades de previsión 
social de empleados públicos y trabajadores oficiales del orden nacional, con el fin 
de conocer su situación financiera, el origen de sus recursos, el valor de las 
prestaciones y servicios a su cargo y la disimilitud de los servicios prestados con 
respecto a las otras entidades que pertenecen al mismo régimen, que sirvan  de 
diagnostico para determinar los verdaderos beneficios económicos-asistenciales 
de los empleados públicos y trabajadores oficiales, y a partir de este fijar una 
perspectiva de unificación de los mismos por medio de directrices trazadas por el 
Instituto Colombiano de Seguros Sociales34.  
                                            
33Rodríguez O, Arévalo D. Estructura y crisis de la seguridad social en Colombia 1946-1992. Bogotá: 
Centro de Investigaciones para el Desarrollo; 1992.   
34 Presidencia de la República de Colombia. Decreto 3135 de 1968, Diciembre 26, Por el cual se 
prevé la integración de la seguridad social entre el sector público y el privado, y se regula el 




El Capítulo II, está relacionado con las prestaciones sociales de las que gozan los 
servidores públicos por lo que es importante determinar cuáles son las personas 
que se consideran dentro de esta categoría. En esa instancia, el artículo 5º 
propone la diferenciación entre los empleados públicos y los trabajadores oficiales 
siendo los primeros de estos las personas que laboran en los ministerios, 
departamentos administrativos, superintendencias y establecimientos públicos, 
entretanto los segundos, son los trabajadores de la construcción y sostenimiento 
de obras públicas así como aquellos que prestan sus servicios en las empresas 
industriales y comerciales del Estado35. 
Con relación a las prestaciones sociales a que tienen derecho los empleados 
públicos y empleados oficiales el artículo 14 de la norma prevé “al derecho a la 
asistencia médica, obstétrica, farmacéutica, quirúrgica y hospitalaria necesaria; el 
servicio odontológico; auxilio por enfermedad no profesional; auxilio de 
maternidad; indemnización por accidente de trabajo; indemnización por 
enfermedad profesional; pensión de invalidez; pensión vitalicia de jubilación o 
vejez y seguro por muerte.”  En esta norma se observa que las prestaciones 
sociales que se determinan para los empleados públicos y trabajadores oficiales 
son las mismas que contempla la lay 6 de 1946, a las que se le añade el servicio 
odontológico, el auxilio de maternidad, la indemnización por accidente de trabajo 
y/o enfermedad profesional. El mismo apartado hace alusión a la situación de los 
pensionados ya sea por invalidez, jubilación o vejez quienes tienen potestad de 
exigir la asistencia médica necesaria, el auxilio funerario y la sustitución de la 
pensión a favor de los beneficiarios en caso de fallecer36.  
En la circunstancia en que el trabajador no se encuentre afiliado a una entidad de 
previsión social, es la empresa estatal empleadora la que debe responder por los 
beneficios consignados en las líneas anteriores, como ocurría con los 
empleadores particulares como extensión del régimen de prestaciones patronales. 
El decreto reglamentario 1848 de 1969, presenta de manera más amplia lo 
expuesto en la  norma que le dio origen. De tal forma que se ahonda en temas 
como las prestaciones para enfermedad común, enfermedad profesional, 
accidentes de trabajo, auxilio de maternidad, vacaciones remuneradas, prima de 
navidad, seguro por muerte, auxilio funerario, pensión de invalidez, pensión de 
jubilación, pensión de retiro por vejez y la protección del salario. 
Es en este periodo se empieza a evidenciar la crisis financiera por la que estaba  
atravesando el sector oficial, además de los problemas burocráticos y enredos 
administrativos por los que ya estaba pasando el Seguro Social. Esto provocó el 
pronunciamiento de una norma que “Reorganiza el Instituto de Seguros  Sociales”,  





desde el punto de vista institucional y administrativo.37 Esta norma, que parte de 
una visión más amplia del seguro social que la contemplada en la ley 90/46, busca 
llevar los beneficios sociales de este mecanismo de previsión social hacia todas 
las personas que hagan parte de la fuerza laboral trascendiendo la visión basada 
en el trabajo dependiente que defendía el reglamento original de 1946. 
El artículo 1°de la citada norma contempla el carácter público de la Seguridad 
Social que está orientado y dirigido por el Estado. En el Artículo 2° Determina 
quienes estarán sujetos al Seguro Social Obligatorio, siendo estos:  
a). Los trabajadores nacionales y extranjeros, que en virtud de un contrato de 
trabajo o de aprendizaje, presten sus servicios a patronos de carácter particular, 
siempre que no sean expresamente excluidos por la ley; 
Sin embargo, los asegurados que tengan sesenta (60) años o más al inscribirse 
por primera vez en el Seguro no quedarán protegidos contra los riesgos de 
invalidez, vejez y muerte, ni habrá lugar a las respectivas cotizaciones. 
b). Los trabajadores que presten sus servicios a la Nación, a los Departamentos y 
a los Municipios en la construcción y conservación de las obras públicas, y todos 
los trabajadores de los establecimientos públicos, empresas industriales y 
comerciales del Estado y sociedades de economía mixta de carácter nacional, 
departamental o municipal, que para los efectos del Seguro Social Obligatorio 
estarán asimilados a trabajadores particulares. 
El artículo 3° presenta la ampliación de beneficios; “La mujer del asegurado, los 
hijos menores de catorce (14) años y los mayores de esta edad no emancipados, 
que dependan económicamente de aquel, tendrán derecho al cuidado y promoción 
de la salud dentro de los servicios de carácter médico de que disponga el Instituto 
en la extensión y condiciones que determinen los reglamentos que el mismo dicte 
para tal efecto. 
A falta de mujer e hijos, tendrán derecho a los servicios de salud de que trata este 
literal, la madre del asegurado y el padre inválido o mayor de sesenta (60) años, 
que dependan económicamente de él. 
Cuando los recursos del Instituto lo permitan, se extenderán los servicios de salud 
a la viuda y/o a los huérfanos con derecho a pensión de viudedad y de orfandad 
otorgada por el propio Instituto, e igualmente a los hijos inválidos del asegurado, 
mayores de catorce (14) años y no pensionados como tales y que estuvieren a 
cargo de éste38”. Este artículo en particular da cuenta del propósito del Seguro 
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Social de llevar protección a los sectores más necesitados de la población, 
aumentando de esta forma la cobertura y la ampliación de los beneficios sociales, 
sin apartarse de su precepto fundamental, la subordinación laboral. Barrera que es 
superada en otras partes del mundo, en donde ya se pone en marcha el modelo 
de seguridad social basado en el enfoque de universalidad, para el que solo basta 
demostrar la calidad de ciudadano para ser cobijado por el sistema.   
En el Capítulo II del Decreto expuesto se hace la enumeración de los riesgos que 
cubre el Seguro Social Obligatorio incluyendo; a) enfermedad no profesional y 
maternidad; b) accidentes de trabajo y enfermedades profesionales; c) invalidez, 
vejez y muerte; d) asignaciones familiares. 
El capítulo III incluye el desarrollo de las cuestiones relativas a la organización y 
administración del régimen de seguros sociales, por lo que se pronuncia en cuanto 
a las funciones del Instituto, la conformación del consejo directivo de la entidad, 
las obligaciones y compromisos del director general del ICSS, la naturaleza y las 
funciones de las Cajas Seccionales de los Seguros Sociales y la conformación de 
la junta directiva de las cajas, entre otras cuestiones.  
El capítulo IV de la norma intenta describir los mecanismos de financiación del 
seguro social y muestra la relación que tiene el Estado a partir de ese momento 
con la entidad en términos financieros, al determinar que la contribución ya no 
será de carácter tripartito (Gobierno, empleadores, trabajador) sino bipartito, 
(empleadores y trabajadores), y expresa que el Gobierno ya no será cotizante sino 
que asignará una partida anual vía presupuesto nacional. 
Este último aspecto es correspondiente a lo dispuesto en el Decreto 1935 de 
1973, que en su artículo 2° se refiere a la financiación por parte del Gobierno a los 
Seguros Sociales; “La cotización a las diversas ramas del Seguro Social será 
Bipartita, o sea de empleadores y trabajadores, excepción hecha del Seguro de 
Accidente de Trabajo y enfermedades profesionales cuyo sostenimiento será 
únicamente de cargo de los primeros. 
Además, el Estado contribuirá ala extensión del Seguro Social obligatorio, 
mediante un aporte anual que incluirá necesariamente en el Presupuesto de 
Gastos o Ley de Apropiaciones de la Nación, en la cuantía señalada en el 
artículo 8°de este Decreto”. 
Articulo 8°, “El Estado contribuirá al financiamiento de la extensión de los Seguros 
Sociales y a su debido sostenimiento, mediante un aporte anual que se señalará 
en los presupuestos de rentas y gastos de la Nación, en proporción no inferior al 
20% del costo anual global de las prestaciones y servicios derivados de la 
aplicación del Seguro Social Obligatorio en el país”. 
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El costo global de aquellas prestaciones y servicios, que ha de tomarse en 
consideración para efectos del inciso anterior, será el que registre el presupuesto 
anual de gastos del Instituto, una vez aprobado de conformidad con la Legislación 
Fiscal vigente39”. 
Este pronunciamiento es sin lugar a dudas una de las modificaciones más 
importantes por cuanto en esta queda liquidado el compromiso del estado frente al 
(ICSS), de ser  una de las tres partes que daría financiación al mismo, con un 25% 
del presupuesto, acuerdo que se había suscrito en el momento de la creación de 
la entidad, adicionalmente el Estado se rehúsa a pagar una deuda acumulada de 
9.000 millones de pesos.  
Además de lo referenciado anteriormente el Decreto 1935 de 1973, tiene como fin 
establecer un régimen financiero en el que se puede disponer de los recursos de 
los Seguros Sociales,  Invalidez, Vejez y Muerte, (IVM) y accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales, para responder por cualquier otra rama del Seguro 
Social Obligatorio, previendo futuras obligaciones financieras que tendrá que 
atender más adelante. 
Otra norma decretada en este periodo y que permite su caracterización es el 
Decreto Ley 770 de 1975, que configura la reglamentación amplia del seguro por 
Enfermedad general y maternidad, recordando que el objetivo en este periodo es 
la ampliación de los beneficios y la cobertura. 
De igual modo para este periodo se emite el Decreto 148 de 1976, mediante el 
cual nuevamente se reestructura el (ICSS)40, señalando como objetivo de la 
entidad la ampliación de los beneficios sociales tanto a la población urbana como 
rural, además de quedar adscrito al Ministerio de trabajo y seguridad social. 
Para concluir el periodo de análisis, cabe resaltar que hacia finales de 1975 se 
formula la creación del Sistema Nacional de Salud, como un esfuerzo de las 
instancias estatales por configurar los deberes asistenciales en salud a los que se 
refiere la seguridad social, y que son planteados por primera vez en el mundo en 
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la constitución de Weimar41 y acogidos por Colombia en la reforma constitucional 
de 193642  
5.4 Periodo de cambios, rectificaciones y crisis: desde 1977 hasta 1990 
5.4.1 Características de este periodo 
El punto de partida de este periodo antecedido por la expansión del Sistema de 
Seguridad Social, será el decreto 1650 de 1977, que marca el fin de la huelga del 
personal médico de Instituto de seguros Sociales, (que había comenzado  en el 
año 1976), que da como resultado la figura de “Funcionarios de seguridad social” 
que hacen parte del Instituto como una clase particular de servidores que se 
encuentran en el intermedio de lo que se considera un empleado público y un 
trabajador oficial, lo que les daba la facultad de la negociación colectiva en ciertos 
aspectos. 
Para este periodo existe una serie de reformas relacionadas con el régimen 
subsidiado, en cabeza de las Cajas de Compensación Familiar, estas consisten 
primordialmente en la institucionalización de intervención estatal en el sistema, lo 
que generó rigideces entre administradoras de este régimen y los entes estatales. 
Para hacer frente a la difícil situación administrativa del (ICSS) mencionada 
anteriormente, se enuncia la ley 12 de 1977, que contiene la propuesta de 
restructuración de la entidad. Dentro de la exposición de motivos que sustentan  la 
reforma, se resalta el hecho que la “Seguridad Social haya adolecido de un 
proceso histórico de definiciones de lo que ella misma es y sus objetivos, por esta 
razón el sector responsable de la Seguridad Social, se encuentra disperso en 
múltiples entidades adscritas a distintos ministerios, con ausencia absoluta de 
integración y coordinación” contenido en el documento de reforma de los seguros 
sociales del ministerio de trabajo43. 
                                            
41La Constitución de Weimar al igual que la Constitución de México la cual fue sancionada 
en el año de 1917, fue la promotora del Constitucionalismo Social. La constitución de 
Weimar también fue denominada como Constitución Social. Es importante indicar que en 
el año de 1919, fue creada la Organización Internacional del Trabajo, donde tuvieron gran 
protagonismo los sindicatos, quienes fueron las voces de los trabajadores que 
reclamaban la implementación de los derechos sociales asistenciales como la salud. 
42TIRADO MEJÍA, Álvaro, Reforma Constitucional de 1936.Colección Pensadores 
Políticos Colombianos. Cámara de Representantes de Colombia. Bogotá. 1986 
43 Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Proyecto de reestructuración del Instituto Colombiano 
de Seguros Sociales. Bogotá: El Ministerio; 1977. 
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“Lo antes dicho, aunado a la falta de un sistema de seguridad social, ha impedido 
que se tengan objetivos claros sobre sus responsabilidades frente a la comunidad, 
que se establezcan políticas para una cobertura integral de sus contingencias, que 
se asignen los medios necesarios para alcanzar un grado aceptable de bienestar 
social44”.  
Como consecuencia de lo enunciado, se expide el Decreto ley 1650 de 197745, 
“por el cual se determinan el régimen y la administración de los seguros sociales 
obligatorios”, y se dictan otras disposiciones, señalando que el objetivo de 
salvaguarda de este instrumento es la previsión de contingencias que puedan 
afectar la salud o el desarrollo de la población de una actividad económica que 
permita su sostenimiento en el ámbito urbano y rural. En este sentido parece 
instituir como principio de protección, la ciudadanía que posea el individuo, pues 
en ningún aparte hace referencia a la relación laboral por medio del contrato de 
trabajo. Pero este argumento no transcendió realmente el precepto de seguridad 
social se mantuvo erguido en lo estipulado en la ley 90 de 1946, es decir a la 
relación patrono laboral, a la subordinación por medio del contrato de trabajo y a la 
calidad de asalariado. 
Por otra parte mediante la misma norma se anuncia la creación del Consejo 
Nacional de Seguros Obligatorios, como el organismo estatal encargado de 
formular las directrices y la función general de este mecanismo de previsión. Este 
ente estatal estaría conformado, entre otros, por el Ministerio de Trabajo y 
Protección Social, dos representantes del Presidente de la República, tres de los 
trabajadores y un representante de profesiones médicas y odontológicas. 
Las funciones de este consejo según lo determina la norma, de acuerdo al artículo 
42 serán tal y como reza en el documento original: 
“a). Formular, adoptar, dirigir y coordinar las políticas sobre seguros sociales 
obligatorios, con sujeción a la política general del Gobierno y a los planes de 
desarrollo económico y social. 
b). Aprobar los proyectos de ampliación de los seguros sociales obligatorios a 
nuevas contingencias, previos estudios técnicos actuariales  y con el concepto 
favorable del superintendente de Seguros de Salud. 
c). Aprobar los proyectos de extensión de la cobertura de los seguros sociales a 
otras áreas geográficas o a nuevos sectores de población, con los mismos 
requisitos del ordinal anterior. 
                                            
44 Ibit. 
45Presidencia de la República de Colombia. Decreto 1650 de 1977, Julio 18, Por el cual se 
determinan el régimen y la administración de los seguros sociales obligatorios, y se dictan otras 
disposiciones. Bogotá: La Presidencia; 1977.  
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d). Aprobar los proyectos sobre cambio en el valor de las cotizaciones de los 
distintos seguros y la proporción de los aportes para financiar las prestaciones y 
servicios a que dan derecho tales seguros, previo concepto del Superintendente 
de Seguros de Salud. 
e).  Aprobar los reglamentos generales sobre las condiciones y los términos 
necesarios para el reconocimiento y la efectividad de las prestaciones 
correspondientes a los distintos seguros,  previo concepto del Superintendente de 
Seguros de Salud; 
f). Establecer los principios generales a que debe someterse el proceso de 
recaudación de los aportes; 
g)  Aprobar el anteproyecto de presupuesto anual de funcionamiento y de 
inversión de los seguros sociales obligatorios y someterlo al trámite legal 
correspondiente. Para tal efecto, dichos seguros se clasificarán en económicos y 
de salud”. 
Por otra parte la naturaleza de los seguros sociales cambia su denominación para 
pasar de ser el Instituto de Seguros Sociales a ser “El Instituto Colombiano de 
Seguros Sociales funcionará en adelante como establecimiento público con 
personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente, adscrito 
al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, con el nombre de Instituto de Seguros 
Sociales, y sometido a la dirección y coordinación del Consejo Nacional de 
Seguros Sociales Obligatorios. 
La adscripción establecida en el inciso anterior se entenderá sin perjuicio de la 
obligación que tiene el Instituto de Seguros Sociales de someterse a las normas 
del Sistema Nacional de Salud. 
El Instituto tendrá domicilio principal en Bogotá y domicilios especiales en otras 
ciudades del país” 
 
Al interior de esta norma existen algunas acciones que aunque marcaron un 
cambio de forma, la estructura se mantuvo. Por ejemplo se explican las funciones 
de nuevo Instituto de seguros Sociales (ISS) desde la perspectiva administrativa y 
financiera, dentro de lo que se contempla la separación de los seguros 
asistenciales de los económicos46, pero en la práctica esta reforma no tuvo 
aplicación real por la falta de voluntad política en celebrar el contrato para el 
manejo de los seguros de tipo económico.   
                                            
46 Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Elementos Generales para un Diagnóstico del ISS. 
Derecho Social. 2004; 
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En este periodo se realizan un sin número de trabajos de diagnóstico con el fin de 
determinar las condiciones reales de la situación laboral y seguridad social en 
Colombia. El de mayor visibilidad fue el llamado “Informe Chenery.” En este 
documento se cimentan muchas de las acciones reformistas que se llevan a cabo 
en la década de los noventa, que fueron direccionados hacia la disminución de las 
cargas y controles sobre el mercado laboral, sin renunciar a los mínimos 
adquiridos por los trabajadores a través de la historia47. 
Con respecto a la seguridad social el informe se pronuncia y hace algunas 
recomendaciones al respecto, señalando que: el sistema de seguridad social 
colombiano es de baja cobertura tan solo el 26% de la población económicamente 
activa se encuentra asegurada, también menciona la protección parcial e 
incompleta con respecto a las contingencias que puede sufrir el trabajador durante 
su vida laboral, de la misma manera señala la marcada inequidad  interna del 
sistema al existir diferencias notables entre los beneficios y prestaciones que se 
proporcionan a los afiliados de la Caja de retiro de los militares, el Instituto de 
Seguros Sociales y la Caja de Previsión Nacional, dando como resultado un 
sistema   altamente estratificado; por ultimo, plantea la necesidad de buscar un 
mecanismo de protección para aquellos que no poseen un trabajo, recomendando 
la creación del seguro de desempleo. 
 
 
                                            
47Colombiana de la Contraloría General de la República. INFORME CHENERY. Revista. Economía: 
Separata No. 10 
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6. La crisis y las reformas estructurales de Sistema de Seguridad Social en 
Colombia. 
6.1.  Causas de la crisis del sistema de Seguridad Social en Colombia 
Los hechos que permiten evidenciar una crisis en la Seguridad Social, son de 
diferente índole, hay quienes plantean fallas desde sus orígenes al no considerar 
el componente de universalidad, como también se argumenta una debilidad 
institucional y excesiva burocracia en los entes que lo administran, razones de 
índole financiero que parecen ser una causa profunda, y que según analistas fue 
provocada en un principio por el Estado. 
6.1.1 Baja cobertura 
En primera instancia habrá que recordar que en el informe de del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, se reconoce que la seguridad social en Colombia ha 
presentado problemas desde su concepción en cuanto al sentido y naturaleza que 
significa este mecanismo, que históricamente ha sido entendida como el accionar 
de los seguros sociales o asimilada con la previsión social o la asistencia pública, 
olvidando el carácter restringido de su afiliación, que lleva consigo una baja 
cobertura.  
Un sistema de seguridad social de más de 40 años que se encuentra debilitado 
administrativa y financieramente y que para inicios de los 90s, tan solo alcanzó 
una cobertura  del 21% de la población colombiana, entre los dos régimen, (ISS) y 
la Caja Nacional de Previsión Social (El ISS, como entidad más representativa de 
los Seguros Sociales, logro una adscripción del 17 %, y su presencia a nivel 
nacional comprende solo el 26% de los municipios del territorio nacional.48) En 
comparación con países como Brasil, Argentina, Uruguay y Chile, el sistema de 
seguridad social colombiano no era tan antiguo, pero como se evidenciaba la 
posibilidad de alcanzar una total cobertura estaba muy lejos de ser real. 
6.1.2 Debilidad institucional y excesiva burocracia 
Iniciada la última década del siglo XX, se tenía un sistema caracterizado por el 
caos institucional, existían para ese entonces aproximadamente 1040 instituciones 
                                            
48 Arboleda J. Marco Constitucional de la Seguridad Social en Colombia. Derecho social 2004.  
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de seguridad social, cada una de estas con su propio régimen prestacional.49 Este 
desorden institucional y el desconcierto administrativo llevan a que subsistan y se 
encuentren en operación 1008 Cajas de Previsión Social, el Instituto de Seguros 
Sociales, las entidades del sistema Nacional de Salud, las Cajas de compensación 
Familiar y la empresas de medicina prepagada. Esto con el agravante de que en 
aquellas regiones en donde no tenia presencia el ISS, se mantenía el mecanismo 
de prestaciones a cargo del empleador contempladas en el (CST)50. 
Como lo referencia Cerón, existe un exceso burocrático al interior de la 
instituciones que las vuelve ineficientes, y representan un alto costo para el 
sistema, esto lo evidencia cuando indica que hay más de un millón de personas 
que hacen doble aporte al sistema, al aportar tanto a los seguros obligatorios 
como a las empresas de medicina pre pagada (esto para el caso de los servicios 
de salud que los usuarios preferían frente al ineficiente servicio que les prestan las 
entidades de seguridad social.51). 
6.1.3 Insostenibilidad Financiera del Sistema de Seguridad Social 
Otra de las dificultades que afrontaba el Sistema de Seguridad Social era el 
financiamiento del mismo. A este respecto y como se evidencia históricamente el 
Estado como contribuyente y garante de los recursos para la Seguridad Social, se 
va alejando lentamente, dejando que la  responsabilidad recaiga sobre los actores 
productivos, es decir, sobre los empleadores y los trabajadores.  
El Estado se comprometió como contribuyente con el 25% de presupuesto en el 
momento de crear el ICSS, conformando lo que se conoció como la formula 
tripartita (Gobierno, empleadores y trabajadores) para su financiación. En 1973 
mediante el decreto ley 1935,  el Estado se rehúsa a seguir realizando los aportes 
y se niega a pagar la deuda acumulada. 
La ley 90 de de 1946, creadora del ICSS, en su artículo primero al estipular el 
campo de aplicación del Seguro Social Obligatorio, pretendió cubrir a los 
trabajadores en los siguientes riesgos: 
a). Enfermedades no Profesionales. 
b). Invalidez y Vejez. 
c). Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales. 
                                            
49 Ibit. 
50 Arenas G. La Misión de Empleo y la reforma laboral. Actualidad Laboral. 1986. 




Las limitaciones del Seguro Social caracterizadas en lo fundamental por su 
especialización en el cubrimiento de riesgos de Enfermedad general y maternidad 
impidieron la capitalización del Instituto, y no contribuyeron a crear un ambiente 
favorable a la entrada de labores de los seguros económicos. El déficit financiero 
en el riesgo de enfermedad no profesional y maternidad ocasionado por el no 
pago de la cuota estatal, le creo oposición en la opinión pública.  
Entre 1958 y 1956 el Gobierno tan solo aporto el 36 % de lo efectivamente debía 
aportar.  
 






1958 21.683.88 9.018.13 59%
1959 25.443.44 8.818.97 65%
1960 30.342.00 12.635.97 58%
1961 36.427.16 25.956.95 29%
1962 45.968.15 22.829.33 50%
1963 67.338.38 16.140.96 76%
1964 78.883.95 16.150.04 80%
1965 93.338.54 160.600.00 82%
1966 117.550.38 29.400.00 75%  
Fuente: BanRepública cultural 
Elaboración: Anuario colombiano de historia social y de la cultura. Volumen 18-19 
 
Lo anterior condujo a que la extensión a los nuevos riesgos fuese interpretada 
como una estrategia gubernamental para eludir sus responsabilidades financieras 
y trasladar los nuevos costos a los otros aportantes, ósea empleadores y 
trabajadores. 
Así se manifestó en diferentes reuniones convocadas por la Asociación Nacional 
de Industriales (ANDI), y en donde su presidente Jorge Ortiz Rodríguez, propuso 
una resolución, cuyo contenido en su primer aparte manifiesta “Que la marcha de 
los seguros sociales se encuentra profundamente perturbada por sus deficiencias 
                                            
52 Rengifo JM. Legislación Colombiana de los Seguros Sociales. Tomo III. Editorial ICSS 1952. p.3 
47 
 
en su organización administrativa y por que el Estado no ha cumplido con sus 
obligaciones totales en materia de aportes”53 
                                            
53 ANDI XV Asamblea 1958  
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7. Las Reformas Estructurales del Sistema de Seguridad Social 
7.1 Reforma del Código Sustantivo de Trabajo 
La década de los noventa marca para el país un periodo que se caracteriza por un 
cambio de orden constitucional, que modifica la forma en que se concibe el Estado 
y su relación con los individuos a quienes protege, transformaciones  que llevan 
consigo implicaciones políticas, económicas y sociales.   
Este proceso de transformaciones estructurales, que no es producto de la 
iniciativa propia,  ni tampoco exclusivo para Colombia, se replica en toda la región 
y está profundamente influenciado por la ideología neoliberal.  
Es la idea del libre mercado la que impone y hace que los Estados nacionales 
naufraguen por el derrumbe de límites y barreras impuestas como mecanismo de 
protección. Se ponen en marcha una serie de  reformas económicas que cuentan 
con el poder del capital transnacional como principal aliado, que permea todas las 
esferas del Estado y su rol como garante de bienestar social de la comunidad 
frente a la cual es responsable. En concordancia con lo planteado se promueven 
políticas de privatización de los derechos sociales, dejando en manos de privados 
el control de entidades públicas a través de las cuales se prestaban servicios 
básicos, para reestructuración en correspondencia con la doctrina neoliberal, en la 
que predomina un interés por lo económico sobre lo social54. 
Entonces los grandes grupos financieros han encontrado en las garantías del 
bienestar social, un prospero mercado y espacios propicios para la inversión y 
utilidad privada, en donde por medio de las reglas del mercado se determinan el 
acceso.  
La influencia de esta corriente global genera un impacto directo sobre el trabajo, 
ahora visto como un mercado más, que permite el establecimiento de grandes 
empresas multinacionales producto de la eliminación de barreras para el ingreso 
de capital externo, que transforman las relaciones  patrono-laborales, donde el 
Estado tiene una presencia mínima en su regulación. Altera las relaciones 
laborales empleador – empleado, en donde este último, bajo el supuesto de 
libertad para ofrecer su trabajo debe supeditarse a poder patronal, pero ahora sin 
la presencia del Estado que le proporcionaba protección55. 
                                            
54 Stiglitz J. El malestar en la globalización. Edit. Taurus 2002. 
55Arenas G. Las etapas de la Seguridad Social en Colombia. Bogotá: LEGIS; 2007. p. 61-134. 
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En este contexto las empresas inician un proceso de reconversión industrial, 
orientado al aumento de la producción aprovechando los avances tecnológicos, 
que conduce una disminución de la mano de obra acompañada del despido 
masivo de trabajadores, poniendo en alerta a la sociedad. Esta circunstancia y 
ante la necesidad de lograr medios para el sostenimiento, una vez separados de la 
dinámica laboral formal, emprenden actividades económicas que dentro del ámbito 
informal, donde los riesgos por contingencias generados por la actividad laboral 
son mayores por ser empleos de baja calidad e inexistentes de protección social y 
de salud. 
En esta perspectiva la función del Estado como garante de bienestar ante los 
ciudadanos, también sufre un cambio que se evidencia en la tibia intervención y en 
el desprendimiento de responsabilidades que típicamente había asumido como la 
seguridad social. Se tiene como objetivo mantener los mecanismos de previsión, 
pero existe una tendencia a limitar el gasto en fracciones cada vez menores, y por 
ello traslada la gestión del sistema a instituciones privadas. 
Teniendo como base estos antecedentes de lo acontecido en el escenario 
mundial, en el marco de la supremacía del modelo económico, ahora se realizará 
un acercamiento al contexto colombiano para encontrar las piezas del 
rompecabezas de orden legislativo que dieron como resultado la restructuración 
del sistema de seguridad social. 
El primer acto legislativo con espíritu reformista fue la ley 50 de 199056,  que entra 
en vigencia el 1° de enero de 1991 y es el camino para adaptar el más excelso 
mecanismo de organización de las relaciones laborales en Colombia desde 1950, 
el Código Sustantivo del Trabajo, a las nuevas condiciones de apertura e 
internacionalización de la economía.  
La primera parte de la citada norma contempla igual que  en el CST,  el trabajo 
como una actividad humana de carácter dependiente, que tiene como elemento 
fundamental la subordinación, por medio de un contrato de trabajo. 
Igualmente el capitulo primero presenta algunas modificaciones tales como que 
los contratos pueden ser a termino fijo, la alteración de la indemnizaciones por 
despido sin justa causa del vinculo laboral, el no reintegro a personas con más de 
diez años de servicio. También hace referencia a los  elementos constitutivos del 
salario, a la fijación del salario mínimo, y algunas transformaciones como el salario 
integral que hace referencia a una retribución que no incluyen prestaciones 
sociales57. 
                                            
56 Pacheco M. La reforma laboral de 1990. Realidad y Proyecciones. Bogotá: LEGIS; 1998. p. 157-
177. 
57 El Congreso de Colombia. Ley 50 de 1990, Diciembre 28, Por la cual se introducen reformas al 
Código Sustantivo del Trabajo y se dictan otras disposiciones. Bogotá: El Congreso; 1990.  
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La segunda parte de la ley enuncia los aspectos relacionados con los derechos 
sindicales, los requisitos para constituir una organización sindical, el fuero sindical, 
el registro sindical, el desarrollo de las huelgas, los casos de ilegalidad, las 
sanciones en la suspensión colectiva de trabajo, etc. 
La norma también hace referencia a la contratación por medio de empresas de 
servicios temporales para la cuales dispone “Es empresa de servicios temporales 
aquella que contrata la prestación de servicios con terceros beneficiarios para 
colaborar temporalmente en el desarrollo de sus actividades, mediante la labor 
desarrollada por personas naturales, contratadas directamente por la empresa de 
servicios temporales, la cual tiene con respecto de éstas el carácter de 
empleador”. 
Otro campo en el que se pronuncia la ley es sobre las prestaciones a cargo del 
empleador como el caso de las cesantías. En lo referente existe la posibilidad de 
acceder a dos regímenes: el tradicional para los  contratos de trabajo anteriores a 
la expedición  de la ley y el régimen especial en el cual el trabajador recibe la 
liquidación de cesantías de forma anual, las cuales serán administradas por un 
entidad financiera que el trabajador elige. 
7.2  Constitución Política de Colombia de 1991.  
Es evidente que el país atraviesa por un periodo de reformas de toda índole a lo 
que se suma la reforma de mayor alcance la  “Constitución Política de 1991”, que 
se configura como el esfuerzo de la Asamblea Nacional Constituyente.  
En la mencionada carta magna se encuentran consignados los derechos y 
deberes que deben cumplir los ciudadanos de la República de Colombia, por lo 
que se pronuncia a temas diversos, de los cuales y para el presente trabajo sólo 
se hará referencia a lo relacionado con la seguridad social. 
La constitución de 1991, manifiesta una nueva visión con respecto al objeto social 
del trabajo, manifestando que “El trabajo es un derecho y una obligación social y 
goza, en todas sus modalidades de la especial protección del Estado”  Todas las 
personas tienen derechos a un trabajo en condiciones dignas y justas.58 
Con la constitución del 1991 supera el modelo asistencial de protección social al 
definir la seguridad social como un derecho y un servicio público sujeto a los 
principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Igualmente estableció que el 
Estado tiene la dirección, coordinación y control del sistema; y que la prestación 
de los servicios está a cargo de instituciones públicas o privadas. 
                                            
58 Presidencia de la República de Colombia, Asamblea Nacional Constituyente. Constitución 
Política de Colombia. Bogotá: La Presidencia; 1991. 
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La Seguridad Social aparece en la nueva constitución como el instrumento de 
satisfacción de necesidades y protección, dentro de lo que denomina Derechos 
Sociales Económicos y Culturales,  y se define como: 
“Un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, 
coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la ley. Se garantiza a 
todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social. El Estado con 
la participación de los particulares, ampliará progresivamente la cobertura de la 
Seguridad Social que comprenderá la prestación de los servicios en la forma que 
determine la ley. La Seguridad Social podrá ser prestada por entidades públicas o 
privadas, de conformidad con la ley. No se podrá destinar ni utilizar los recursos 
de las instituciones de la Seguridad Social para fines diferentes a ella. La ley 
definirá los medios para que los recursos destinados a las pensiones mantengan 
su poder adquisitivo constante”. 
En desarrollo de la nueva constitución se inician reformas dirigidas a una 
racionalización del tamaño del Estado, suprimiendo y reestructurando entidades. 
Así, se transformó la naturaleza jurídica del ISS, convirtiéndose en una Empresa 
Industrial y Comercial del Estado y variando consecuentemente la calidad de sus 
trabajadores. 
7.3 Ley 100 de 1993  
El gobierno colombiano presenta un primer proyecto para reformar la seguridad 
social pero únicamente  en lo relacionado a pensiones, sin embargo el legislativo 
se opuso y dejó claro que existía la necesidad de realizar una transformación total 
a sistema. Ante este impedimento y de acuerdo en lo estipulado en el artículo 48 
de la  Constitución Política  de 1991, se concibe el Sistema de Seguridad Social 
en la ley 100 d 199359, el cual se define como: 
“El conjunto de instituciones, normas y procedimientos de que disponen la persona 
y la comunidad para gozar de una calidad de vida, mediante el cumplimiento 
progresivo de los planes y programas que el Estado y la sociedad desarrollen para 
proporcionar la cobertura integral de las contingencias, especialmente las que 
menoscaban la salud y la capacidad económica de los habitantes del territorio 
nacional, con el fin de lograr el bienestar individual y la integración de la 
comunidad60” 
                                            
59 Congreso de la República de Colombia. Ley 100 de 1993, Diciembre 23, Por el cual se crea el 
Sistema de Seguridad Social Integral y se dictan otras disposiciones. Bogotá: El Congreso; 1993. 
60 Arenas G. La estructura normativa del Sistema Colombiano de Seguridad Social. Bogotá: LEGIS; 
2007. p. 167-201. 
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Tal y como se expresa en el artículo 2° de la ley 100, el elemento rector de este 
nuevo sistema será el de proteger a los individuos de las contingencias que 
perturben su calidad de vida mediante la garantía de derechos fundamentales. Ha 
esto se suma la condición de “universalidad, solidaridad, e integralidad”, con lo 
que se supera un aspecto emanado del régimen anterior: la condición de  derecho 
universal a cual no se puede renunciar, que extiende la protección al ciudadano 
sin que este supeditado a la condición de trabajador61. 
7.3.1 El Sistema Integral de Seguridad Social creado por la Ley 100 de 
1993 
En desarrollo de lo reglamentado por la Constitución Política de 1991, la Ley 100 
de 1993  conformó el Sistema Integral de Seguridad Social por los sistemas de 
Pensiones, Salud, Riesgos profesionales y Servicios Sociales Complementarios; 
sin incluir en él las asignaciones familiares o de subsidio familiar. Los cuales 
tienen características que se hacen extensivas a los tres regímenes que los 
componen, entre estas se destacan; la presencia estatal en la dirección, 
coordinación y control, la participación tanto pública como privada en la prestación 
de servicios, la obligatoriedad de afiliación, la financiación mediante mecanismo de 
cotización, y el respeto de los beneficios adquiridos por los trabajadores mediante 
convección colectiva. 
 Como principales características  se identifican62: 
a. Tiene como objetivos garantizar las prestaciones económicas y de salud de 
los afiliados. 
b. Es dirigido, coordinado y controlado por el Estado 
c. Consagra la posibilidad de gestión pública y privada, permitiendo la 
creación de entidades particulares administradoras del sistema. 
d. Conserva la política de obligatoriedad de la afiliación para el reconocimiento 
de prestaciones, pero otorga la libertad de elección de las instituciones, 
como medio para asegurar la calidad y competencia. 
e. Promueve la afiliación de trabajadores independientes y de otros sectores 
de la población que anteriormente estaban excluidos. 
f. En el sistema de Pensiones estableció un régimen dual en el cual coexisten 
el “Régimen solidario de prima media con prestación definida” y el 
                                            
61 Ibit. 
62 Arenas G. El derecho Colombiano a la seguridad social. Bogotá, Colombia: Legis editores, 2007 
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“Régimen de ahorro individual”, en el cual los afiliados pueden escoger 
libremente la entidad. 
g. En el Régimen de Seguridad Social en Salud se creó además del Régimen 
contributivo, un régimen subsidiado para los sectores de la población 
marginados. 
h. La organización del Régimen de Seguridad Social en Riesgos Profesionales 
se delegó al Gobierno. 
Con el pasar de los años se evidenciaron los vacíos que tenía esta ley, en su 
aplicabilidad. Es cierto que el sistema está compuesto por tres sistemas 
diferentes, pero el propósito guía e inspirador es el mismo, brindar protección al 
individuo en las posibles  contingencias sociales que pudieran acaecerle. 
De esta premisa se duda en el momento en que entidades que administran cada 
uno de los sistemas, Empresas Promotoras de Salud (EPS), Administradoras de 
Fondos Privados de Pensiones (AFP), y Administradoras de Riesgos 
Profesionales (ARP), se ven involucradas en una serie de disputas y debates por 
definir; primero, el origen del riesgo, segundo, las prestaciones a que tiene 
derecho el usuario y tercero, cuáles son las entidades responsables de los 
beneficios asistenciales y económicos derivados de la protección, que cada 
sistema brinda. 
Es pues el inicio de una serie de reformas en los tres sistemas, que serán 
relacionadas a continuación: 
En materia de Salud, el Acto Legislativo No. 1 y la Ley 715 de 2001 rediseñaron 
las transferencias de recursos a las entidades territoriales para la financiación del 
régimen subsidiado de salud, creándose el “SISTEMA GENERAL DE 
PARTICIPACIONES” 
La Ley 789 de 2002 dispuso crear el Sistema de Protección Social como un 
“conjunto de políticas públicas orientadas a disminuir la vulnerabilidad y a mejorar 
la calidad de vida de los colombianos, especialmente de los más desprotegidos” 
La Ley 797 de 2003 constituyó un fortalecimiento para las cotizaciones y un 
recorte sistemático de los derechos para el régimen de prima media. 
Las Leyes 789 de 2002 y 828 de 2003 buscaron reducir la evasión en materia de 
afiliación y cotizaciones. 
El Acto Legislativo 1 de 2005  
Estableció el principio constitucional de la sostenibilidad financiera, asegurándose 
que en el futuro las Leyes propendan por ella.  
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Igualmente desmontó los regímenes pensionales excepcionales (salvo los de 
fuerza pública y los de los ex presidentes de la República), fijándoles como fecha 
de expiración el 31 de julio de 2010. 
El acto legislativo prohíbe los acuerdos pensionales y las pensiones extralegales. 
Eliminó la mesada pensional de Junio y generalizó el límite máximo de mesada 
pensional, estableciendo de esta manera dos deducciones al gasto pensional. 
Estableció reglas para la revisión de pensiones que se adquieran con abuso del 
derecho o sin los requisitos legales o convencionales. 
La ley 1122 de 2007 modifica el Sistema General de Seguridad social en Salud, 
para obtener una mejor prestación de los servicios por parte de los usuarios.  
“Se ocupa de reestructurar el régimen subsidiado, fija nuevas reglas de 
financiamiento y fortalece la presencia del Estado en la gestión a través de la red 
pública. En cuanto al régimen contributivo, se introducen limitaciones a la 
integración vertical entre administradoras y prestadoras; se aumenta la cotización 
al 12.5% del ingreso base y se fijan reglas de atención oportuna a los usuarios.” 
Con lo anterior se reafirma que al interior de los regímenes que componen el 
sistema de seguridad social en Colombia, persistían lo problemas que 
tradicionalmente se presentaban. 
La reforma realizada con la ley 100 de 1993, incorporó nuevos actores al 
escenario de la seguridad social, que dentro de su naturaleza propia buscarían el 
mayor beneficio financiero posible, sin tener en cuenta que el propósito 






8. El Sistema General de Pensiones en Colombia desde el enfoque 
institucional con intervención Estatal vs Intervención del Mercado. 
Como el objeto principal de este trabajo son las pensiones como un elemento 
fundamental de la seguridad social. Se expondrá de manera concreta la forma 
como evolucionó el sistema pensional colombiano, posterior a la reforma 
implementada por medio la ley 100 de 1993. Las similitudes y cambios en el corto 
y largo plazo y así mismo los mecanismos de intervención Estatal  con enfoque 
social en contraposición a la intervención del Mercado con enfoque mercantil. 
8.1  Generalidades del Sistema Pensional en Colombia posterior a la ley 100 
de 1993. 
En primera instancia el régimen pensional contó con el Instituto Colombiano de 
Seguros Sociales (ICSS) como la primera institución de previsión de los riesgos de 
(IVM), en un sistema pensional caracterizado por múltiples regímenes pensionales 
y múltiples entidades de previsión, además de la ausencia de políticas estatales 
que  orientaran al sistema.  
En Colombia sólo hasta la reforma al sistema de seguridad social por medio de la 
ley 100 de 1993, existió un único mecanismo de financiación de pensiones 
soportado en los fondos comunes.63 No obstante dadas algunas condiciones que 
no se tuvieron en cuenta en el cálculo actuarial, como el decrecimiento en la tasa 
de natalidad y el aumento de la esperanza de vida, dichos dineros presentaron 
grandes dificultades para sostener el pago de las pensiones con los recursos 
existentes en el fondo común que pertenecían a todos los afiliados. Estas 
dificultades se generaron toda vez que progresivamente disminuía el número de 
personas cotizantes requeridas para pagar las obligaciones pensionales 
adquiridas por cada una de las entidades de previsión, dispersas en el sistema. 
 
 
                                            
63 Fondos en donde las personas afiliadas al sistema hacían sus aportes para las pensiones de las 
personas cesantes, es decir que con los aportes se pagaban las pensiones de otros que ya estaban 
por fuera de la actividad económica y lo mismo harían los futuros cotizantes para obtener la 
pensión una vez cumplidos los requisitos de edad y semanas de cotización, o tiempos de servicios 








Fuente: Ministerio de la Protección Social 
Elaboración: Propia 
 
La ley 100 incorpora al sistema un nuevo modelo de financiación, el cual coexiste 
con el ya descrita, operando en forma paralela. Este modelo contempla como 
alternativa, que cada afiliado construya su propia pensión mediante cotizaciones 
periódicas recaudadas en cuentas individuales y administradas por una entidad 
financiera. 
Los dos regímenes; Régimen de Prima Media (RPM) y Régimen de Ahorro 
Individual Solidario (RAIS), según lo establecido en el artículo 12 de la ley 100 de 
1993, son coexistentes, solidarios, pero excluyentes. 
8.2 Aspectos comunes a los Regímenes Pensionales 
Tal y como fue referido anteriormente lo Regímenes pensionales señalados (RPM) 
y (RAIS) son paralelos y coexisten en el sistema, pero no son autónomos en 
cuanto a su regulación (una característica de la citada ley es la unificación y 
homogenización de las políticas anteriores al nuevo sistema), lo cual indica que 
existen disposiciones de tipo general que son transmitidas a ambos regímenes y 
de acuerdo a lo expresado en el artículo 13 de la ley 100 de 1993. 
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8.2.1 Libre escogencia y exclusión. 
Teniendo en cuenta lo preceptuado en la ley, son los afiliados potenciales quienes  
deben determinar de manera previa y libre a cuál de los dos regímenes desea 
afiliarse. 
En el caso de los ya afiliados son estos quienes determinan si se mantienen en el 
(RPM) a través de su afiliación a los ISS realizada con anterioridad a la entrada en 
vigencia del Sistema de General de Pensiones (SGP).64  
La libertad de escogencia se manifiesta en la posibilidad que tienen los afiliados 
de trasladarse de un régimen a otro, sin que esto signifique detrimento alguno en 
los beneficios y /o derechos adquiridos. Para cumplimiento de lo anterior se deben 
prever mecanismos que trasladen de la administradora de un régimen al otro los 
recursos aportados, por medio de los que se financian las pensiones. 
Para el caso en que se decida pasar del RPM al RAIS, la administradora receptora 
debe tramitar el bono pensional de acuerdo al Decreto 1229 de 1994. Es de anotar 
que la libertad de traslado está condicionada por el legislador, bajo el precepto de 
no comprometer la eficiencia de sistema de seguridad social. 
Existen algunos impedimentos para efectuar traslados de un régimen a otro, estos 
casos  son establecidos por medio de la ley 797 de 2003, en atención a la 
estabilidad financiera del sistema, toda vez que los escasos aportes de afiliados al 
RPM y que posteriormente se trasladaron a la RAIS, estaban debilitando la 
financiación del pasivo pensional de ISS.  
Este es el pronunciamiento al respecto de lo planteado en la ley 797 de 2003. 
“Los afiliados al Sistema General de Pensiones podrán escoger el régimen de 
pensiones que prefieran. Una vez efectuada la selección inicial, estos sólo podrán 
trasladarse de régimen por una sola vez cada cinco (5) años, contados a partir de 
la selección inicial. Después de un (1) año de la vigencia de la presente ley, el 
afiliado no podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) años o 
menos para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez” 
“Los pensionados por invalidez por el Instituto de Seguros Sociales o por cualquier 
fondo, caja o entidad del sector público no podrán trasladarse al RAIS”. 
“Las personas que al entrar en vigencia el sistema (01 de abril de 1994)  tuvieren 
cincuenta y cinco (55) años o más de edad, si son hombres, o cincuenta (50) años 
o más de edad, si son mujeres, salvo que decidan cotizar por lo menos quinientas 
                                            
64 1° de abril de 1994 
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(500) semanas en el RAIS, caso en el cual será obligatorio para el empleador 
efectuar los aportes correspondientes”. 
Por último, la libertad de escogencia se manifiesta de manera particular en el 
Régimen de Ahorro Individual (RAIS) en cuanto a la posibilidad que tienen los 
afiliados de escoger entre cualquiera de las administradoras de fondos de 
pensiones (AFP) existentes en el mercado que hayan sido constituidas de 
conformidad con lo dispuesto en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero 
(Decreto 663  de 1993) y que hayan sido autorizadas por parte de la 
Superintendencia Financiera. 
8.2.2 La solidaridad 
Aun cuando en el RAIS no existen evidencias del principio de solidaridad, puesto 
que cada persona financia su propia pensión a la cual eventualmente tendrá 
derecho, en desarrollo del artículo 48 de la Constitución Política, la jurisdicción ha 
previsto dos mecanismos que garantizan el principio de solidaridad en los dos 
regímenes. 
a) Mediante el fondo de solidaridad pensional, el cual tiene por objeto 
subsidiar los aportes al Régimen General de Pensiones de los trabajadores 
asalariados o independientes del sector rural y urbano que carezcan de 
suficientes recursos para efectuar la totalidad del aporte (teniendo en 
cuenta el artículo 26 de la Ley 100 de 1993.). 
b) Mediante la garantía de pensión mínima, la cual es reconocida a aquellos 
afiliados que no han cumplido con la totalidad de los requisitos consagrados 
en la Ley para financiarse su propia pensión. Teniendo en cuenta que 
existe un fondo común a todos los afiliados, en el RPM las pensiones 
garantizadas se financian con los recursos existentes y con los que 
suministre la Nación cuando tales recursos no sean suficientes. 
8.2.3 Obligatoriedad de afiliación 
En un principio la ley 100 contemplaba como afiliadas a aquellas personas que 
tuvieran una relación de laboral, principalmente en virtud de un contrato de trabajo. 
A partir de entrada en vigencia la ley 797 de 2003, como desarrollo del artículo 48 
de la Constitución Política haciendo coherente el principio de universalidad, se 
determinó que serán afiliados obligatorios no sólo los trabajadores dependientes y 
servidores públicos, sino también “las personas naturales que presten servicios 
directos al Estado, empresas o entidades del sector privado, bajo la modalidad de 
59 
 
prestación de servicios o cualquier otra modalidad que adopten los trabajadores 
independientes” 
Para este caso son los trabajadores “independientes” quienes realizaran 
directamente su afiliación al sistema, así como también estarán obligados a 
realizar el total del aporte al sistema general de pensiones. 
8.2.4  Identidad de cubrimiento de riesgos   
En este sentido es importante resaltar que los regímenes como ya se ha 
explicado, son coexistentes, y que su finalidad primaria es cubrir las contingencias  
sociales generadas por su actividad laboral cotidiana. En este sentido los riesgos 
que cubren ambos regímenes son exactamente idénticos (IVM), y los beneficios 
son los derivados de cada contingencia, Pensión de Invalidez, Pensión de Vejez, 
Pensión de sobreviviente y auxilio funerario. 
8.3  Régimen  Pensional  en Colombia 
8.3.1   Características del régimen de prima media  
 Es un régimen solidario de prestación definida. 
 Los aportes de los afiliados y sus rendimientos, constituyen un fondo común 
de naturaleza pública, que garantiza el pago de las prestaciones de quienes 
tengan la calidad de pensionados en cada vigencia, los respectivos gastos 
de administración y la constitución de reservas. 
 El Estado garantiza el pago de los beneficios a que se hacen acreedores 
los afiliados. 
 Las semanas y la edad, como condiciones exigidas por la Ley para tener 
derecho a una Pensión.  
 Los beneficios están previamente determinados, lo mismo que los requisitos 
para acceder a ellos (edad y tiempo cotizado). 
En el  Régimen de Prima Media (RPM) el elemento rector es el principio de 
solidaridad, el cual esta basado en el aporte que los afiliados hacen a un fondo 
común de allí se pagan los beneficios a quienes cumplen los requisitos para la 
jubilación.  De esta forma la sostenibilidad financiera del fondo dependerá de la 
cantidad de afiliados y del valor de los aportes. 
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8.3.2 Características de Régimen de Ahorro Individual 
 Este régimen se fundamenta en el ahorro en cuentas individuales con sus 
respectivos rendimientos financieros.  
 Hay proporcionalidad entre aportes y beneficios. Los aportes individuales 
realizados durante la vida activa se corresponden con los beneficios y con 
la cuantía de las Pensiones.  
 Cada afiliado sólo puede tener una cuenta pensional de ahorro individual.    
 El conjunto de cuentas individuales constituyen el Fondo de Pensiones, que 
es un patrimonio autónomo de propiedad exclusiva de los afiliados.  
 El patrimonio del Fondo de Pensiones es independiente del patrimonio de la 
Sociedad Administradora.  
 Cada trabajador es dueño de los fondos por él acumulados y de los 
productos derivados de su inversión y todo ello en su propio beneficio  
 El conjunto de las cuentas individuales de ahorro pensional  constituye un 
patrimonio autónomo, propiedad de los afiliados llamado Fondo de 
Pensiones. 
 El patrimonio de las administradoras garantiza el pago de la rentabilidad 
mínima y de las pensiones. 
 Los afiliados podrán cotizar periódicamente u ocasionalmente valores 
superiores a los establecidos como cotización obligatoria, con el fin de 
incrementar su ahorro.  
 En desarrollo del principio de solidaridad el Estado aportará los recursos 
necesarios para garantizar el pago de las pensiones mínimas. 
 La vigilancia estará a cargo de la Superintendencia Financiera. 
En el régimen de capitalización individual, los afiliados realizan sus aportes a  un 
Fondo Privado de Pensiones por medio de una cuenta individual, para crear su 
propio nivel de beneficio, la solidaridad en el RAIS es marginal pues tan sólo 
existe un pequeño aporte por parte de aquellos que devengan más de cuatro 
salarios mínimos, a un fondo de solidaridad pensional. La sostenibilidad financiera 
de los fondos está determinada por el tiempo y el monto de los aportes.  
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8.3.3 La Coexistencia de Regímenes Pensiónales que generan  mayor 
inequidad  
La presencia de los dos regímenes pensiónales en Colombia, posterior a la ley 
100 de 1993, RPM y RAIS, tuvo como fin establecer las condiciones para crear un 
mejor sistema. No obstante y teniendo en cuenta los motivos de la reforma, 
ninguno de los dos regímenes a mostrado ser mejor que el otro y cada uno ha 
exhibido sus alcances  y limitaciones en relación a la equidad y sostenibilidad del 
sistema. 
Una primera aproximación a los alcances y límites, es la solidaridad al interior del 
sistema pensional, principio inspirador consignado en el artículo 48 de la 
Constitución Política de 1991, y que para el caso de el RPM presenta dos 
desequilibrios: el primero de ellos es la relación desproporcionada que existe entre 
los aportes hechos al fondo y los beneficios que se perciban del mismo, creando 
un desequilibrio entre afiliados del régimen, privilegiando de manera perversa a los 
de mayor ingreso.  
Bajo el principio de solidaridad cada uno de los afiliados aporta al sistema en 
proporción a sus ingresos, y el fondo, se convierte en un mecanismo redistributivo 
de los recursos garantizando una pensión mínima para los más pobres. Contra 
este principio confabulan dos las prácticas comunes; cotizar por debajo de los 
ingresos reales, considerando la evasión y la elusión de los aportes, por largos 
periodos de tiempo y contribuir de manera sostenida y acorde a las posibilidades 
durante los años que serán tenidos en cuenta para la liquidación de la pensión, 
práctica que no es posible para los afiliados de bajos ingresos, además del poder 
de negociación de pequeños segmentos de la población para pactar beneficios 
elevados en detrimento de los intereses de la comunidad. 
El segundo desequilibrio está condicionado a las tendencias del comportamiento  
demográfico. Cuando la población afiliada envejece el número de contribuyentes 
por afiliado es cada vez menor,65 con lo que la sostenibilidad del sistema es 
trasladada a las nuevas generaciones, que deben hacer mayores aportes y 
durante periodos de tiempo más largos. La situación actual del sistema evidencia 
que la población en edad de jubilación aumenta de manera más rápida, en 
relación a la población joven afiliada a los fondos, que genera un desbalance 
provocado por mayores beneficios frente a menores contribuciones. El capital 
acumulado en los periodos en que la mayoría de los afiliados al fondo era 
población joven, se consume, y las nuevas generaciones tendrán que aumentar 
sus aportes, evidenciándose un desequilibrio entre generaciones. 
 
                                            
65 Tasa de reemplazo 
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1985-1990 67,99 71,52 64,65
1990-1995 69,25 73,37 65,34
1995 -2000 70,9 74,95 67,07
2000-2005 72,56 76,31 69
2005 - 2010 74 77,51 70,67
2010-2015 75,22 78,54 72,07
2015 -2020 76,15 79,39 73,08  
Fuente: Ministerio de Seguridad Social 
Elaboración: Propia 
 
Gráfica N.2 Esperanza de Vida 
 
 
Fuente: Ministerio de Seguridad Social 
Elaboración: Propia 
 
El RAIS, corrige estos desequilibrios, lo que se constituye en una bondad del 
régimen, pero a la vez se constituye en su principal limitante. En este régimen la 
relación entre beneficios y contribuciones se determina por el volumen de aportes 
del afiliado, de tal suerte que la liquidación pensional y el valor de las cotizaciones 
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dependen del tiempo y el valor cotizado, los rendimientos por inversiones y los 
costos de administración, probablemente este desequilibrio  no se  traslade a otras 
personas y/o generaciones.  
El principal limitante en este régimen es el aporte que hace sólo una fracción de 
los afiliados a las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFPs), (aquellos que 
ganan más de 4 salarios mínimos), al fondo de solidaridad pensional. Este aporte 
que es de apenas el 1% no deja de ser simbólico66, y deja en manos del Estado la 
solución de los problemas de desigualdad de la tercera edad, transfiriendo el 
ejercicio de la solidaridad y redistribución a otros entes diferentes a los  fondos de 
pensiones. 
En el mismo sentido se evidencia un tratamiento distinto en cuanto a la regulación 
y capacidad de gestión entre los Regímenes; en primer lugar, respecto a los 
grados de libertad para tomar decisiones y diversificar el portafolio de inversiones, 
en segundo lugar, los costos de administración y en tercer lugar, frente a quién 
asume los déficits generados por el sistema. 
“Cuando los fondos son administrados por el  sector público, como el caso de 
RPM,  y regímenes especiales se corre el riesgo de que el portafolio de 
inversiones se concentre en un solo activo, Títulos de deuda Pública del Estado 
(TES), que su la administración sea asumida como cualquier otro régimen 
especial, y que los déficits sean asumidos por el Estado, es decir por todos 
aquellos afiliados o no a uno u otro régimen, vía impuestos”. 
“A este respecto los fondos privados de pensiones son más claros, su portafolio es 
diverso y puede fortalecer el mercado de capitales, su administración es como la 
de cualquier empresa privada,  y sus empleados se asimilan al régimen común, 
mientras el fondo debe ser auto sostenible”. 
8.4  La cobertura del Sistema Pensional refleja la inequidad social 
Uno de los principales objetivos de la reforma, fue ampliar la cobertura, creando 
mecanismos para que cualquier nacional pudiera acceder al sistema por 
intermedio de uno u otro régimen pensional. 
Antes de la reforma solamente el  25%  de la población hacía parte del sistema 
pensional, por medio del por el ISS, por alguna de las 1008 cajas que se 
encontraban funcionando, o por alguno de los Fondos que se habían constituido 
hasta ese momento. 
                                            
66 Rodríguez, Óscar. Estructura y crisis de seguridad social en Colombia 1946-1992. CID Universidad 
Nacional de Colombia. 1993 
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Según (Ayala y Acosta, 1998), había más de 950.000 empleados públicos de los 
cuales más de la mitad se encontraba en algún régimen de excepción y el resto se 
distribuían en las cajas nacionales (15) y cajas territoriales (993). Estos empleados 
representaban el 20% de los empleados, el 80% restante estaba en el ISS, y 
cubría una población vinculada principalmente a la empresa privada por medio de 
algún contrato de trabajo. 
Bajo el principio de universalidad contemplado constitucionalmente, y para evitar 
la dispersión y generar una mayor vinculación, la reforma estableció que los RPM 
y el RAIS compitieran en el mercado, promoviendo la liquidación de las Cajas no 
sostenibles financieramente y el traslado de sus afiliados a uno de los nuevos 
regímenes. Seis años después la cobertura era del 23.6% de la población67, es 
decir los fondos se “alimentaron” durante este periodo de la migración de afiliados 
del ISS, mientras que la población en más de un 60% aún seguía desprotegida. 





Como se evidencia, el objetivo de la reforma de ampliar la  cobertura bajo el 
principio de universalidad del sistema de seguridad social integral, al igual que el 
de solidaridad, no se ha cumplido.  
Hasta este momento si quedan claros algunos aspectos, el primero de ellos el 
crecimiento financiero de los fondos privados, el segundo es el debilitamiento de 
                                            




ISS, el tercero es la desaparición de algunas Cajas de previsión social, el cuarto 
indica una mejor contabilización del pasivo pensional, y el quinto y último la 
inequidad causada por los regímenes especiales. 
Posterior a la ley 100, contrario a lo que se piensa, no hubo aumento en la 
cobertura atribuida a los fondos de pensiones, en realidad lo que se presenta es   
una recomposición de la población afiliada existente. El caudal de afiliaciones de 
los fondos privados fueron provocados por una migración de los afiliados del ISS y 
por la oleada inicial de nuevos afiliados que posteriormente quedaron inactivos68.  
La cobertura en términos de afiliados con relación a la población económicamente 
activa (PEA)69 disminuyó, lo cual no sólo fue producto del bajo desempeño 
económico de inicios de la década, sino que además los cambios estructurales ( la 
apertura comercial, la liberalización financiera, la flexibilización del mercado de 
trabajo  bajo el nuevo modelo económico, y la privatización de la provisión de los 
derechos  sociales), llevaron a un aumento de la informalidad y la desalarización 
de la mano de obra. 
El sistema aún después de la reforma, mantiene el privilegio de la afiliación y del 
beneficio de la pensión a quienes tienen ingresos estables, continuos y suficientes 
para hacer los aportes. No hace falta enunciar la dificultad por la que muchos 
colombianos atraviesan para conseguir un trabajo que les brinde mínimas 
condiciones, (contrato laboral).  
De otra parte al ISS no se le permitió financiarse, por el contrario, la reforma 
introduce un sistema de competencia que conduce a la desaparición de la 
solidaridad intergeneracional, propiciando la desafiliación al ISS de los jóvenes y el 
paulatino envejecimiento de este sistema, perjudicando las reservas y el creciente 
impacto sobre el déficit actuarial y su conversión en déficit fiscal de corto plazo. 
Progresivamente se fue debilitando al perder más de la mitad de sus afiliados 
cotizantes, afiliados de mayor edad y cercanos a cumplir los requisitos de pensión,  
y con reservas limitadas70.  
Así, los únicos beneficiados del sistema han sido los bancos y demás agentes 
financieros dueños de las administradoras de los fondos privados de pensiones 
(AFP) que han registrado grandes ganancias, por efecto de la administración de 
los recursos y su colocación en el mercado de capitales, especialmente en el 
sector público a través de los TES, con tasas de interés que superan el promedio 
del mercado. 
                                            
68 Garay, L. La economía política de la exclusión social en Colombia” en: Revista de Economía 
Institucional N° 8, primer semestre de 2003. 





Tabla N.3  Portafolio de inversiones de las AFPs 
Tipo de inversión
Valor absoluto                     
$ millones
Participación Porcentual
Titulos de Deuda Pública 13.240.033                           49,96%
Titulos del Sector Financiero 4.496.667                             16,97%
Titulos de Exterior 2.999.663                             11,32%
Titulos del Secor real 5.762.714                             21,75%
Titulos de Fogafin 927                                         0,00%
Otros 446                                         0,00%
Total 26.500.449                           100%  




Gráfica N.4 Composición del portafolio de inversiones de las AFPs 
 
 





9. El Sistema Pensional cautivo por el Sistema Financiero 
9.1 Los pilares ortodoxos de la reforma del Sistema de  Seguridad Social  
 
La transformación del sistema de seguridad social, vigente desde la ley 90 
de1946, está inserta en el cambio de modelo de desarrollo que desde la década 
de los 90s implantó no sólo Colombia sino gran parte del continente. En esta 
perspectiva el modelo trae consigo una serie de cambios de orden internacional de 
los cuales no escapan los sistemas de seguridad social, pues tienen en su base 
propuestas de línea ortodoxa de entes supranacionales como el Banco Mundial 
(BM) y el  Fondo Monetario Internacional (FMI). 
La transformación de los sistemas de seguridad social no tiene en cuenta lo 
planteado por William Beveridge, pues esta debe estar articulada con la formación 
de los Estados de bienestar71 y con fuerte intervención estatal como lo señala 
Keynes. 
Los modelos de seguridad social pueden tener muchas similitudes como 
diferencias según las características de cada país, ello depende de su estructura 
económica, política y el grado de desarrollo institucional. 
Para que un sistema de seguridad sea viable socialmente y sostenible 
financieramente,  debe ser provisto de recursos que pueden provenir de dos 
fuentes definidas: el aporte fijado sobre salarios o por medio del sistema 
tributario72. De este modo se introducen los dos modelos de financiamiento de los 
seguros sociales, cuando es por vía aportes fijados sobre el salario, se supone un 
contrato de trabajo; los aportes vía sistema tributario, componen un sistema de 
transferencia y redistribución social. 
Entonces si la sostenibilidad financiera de un sistema  de protección social  
adoptado por un país cualquiera, depende de los aportes fijados sobre salarios, 
este sistema automáticamente depende de las condiciones del mercado laboral de 
dicho país y de qué tan profundos estén al interior del sistema, los principios de 
universalidad y solidaridad reseñados en argumentos precedentes. 
                                            





Existe una necesidad de superar los problemas (principalmente de sostenibilidad), 
que venían atravesando los sistemas de seguridad social en el continente, pero 
sobre todo de articularlos al nuevo orden económico. Las restructuraciones fueron 
desarrolladas en el contexto de presión del FMI por reformar  dichos sistemas, 
dados los problemas fiscales que presentaban. Éstas se hicieron tomando como 
base la experiencia chilena y se replicó en países como Argentina, Perú, 
Colombia, Uruguay y México.  
Los rasgos comunes de las transformaciones aplicadas son: la racionalización y 
unificación de los regímenes generales y especiales, la reducción de los niveles de 
prestación y condiciones de accesibilidad a los beneficios y la presencia del sector 
privado en la prestación de servicios. En todos los países, el papel del Estado 
cambió y pasó de una función de financiamiento de seguridad pensional a la 
reglamentación de éstas. 
 
Es evidente que la preocupación central de estos organismos gira en torno de los 
obstáculos que representan los sistemas direccionados  por el Estado al desarrollo 
del mercado de capitales. Por el contrario una vez establecidas la nuevas reglas 
de juego, el actor principal pasa a ser el capital privado, en cabeza de los fondos 
de pensiones, el mecanismo serán la cuentas de “ahorro” individual que 
contribuirán a fortalecer dicho mercado, éstas, además de causar menores 
distorsiones en el mercado laboral, están menos expuestas a manipulaciones de 
tipo político, ya sea de los gobiernos o de los grupos de presión, en particular de 
los trabajadores. 
 
Las reformas propuestas por el BM73, estarían direccionadas a separar el ahorro 
de la política de redistribución del ingreso, para lo cual los nuevos regímenes 
tendrán como base las cuentas de ahorro individual administradas por el sector 
privado y reglamentadas por el Estado (condicionado por los banqueros), la 
población más longeva tendrá asegurado su beneficio por vía estatal. 
 
Como ya se ha expresado existen múltiples motivos para encausar la reforma del 
sistema de seguridad social colombiano, dado que “El sistema heredado por la ley 
90 de 1946, no es financieramente viable y produce un impacto económico 
desfavorable, es fundamentalmente inequitativo y de imposible expansión para 
ampliar la cobertura.  Las deficiencias son estructurales y no se superan con 
ajustes administrativos, o de cotizaciones y beneficios; por lo tanto se requiere un 
régimen enteramente distinto.74” 
                                            
73 “Envejecimiento sin crisis” En este documento el Banco Mundial traza las pautas que debe 
seguir los cambios en los sistemas previsionales. Washington D.C. 1994. 
74 Exposición de motivos del Proyecto de Ley por el cual se crea el sistema de ahorro pensional y se 




El resultado ya se conoce, la privatización de los derechos sociales. Se propician 
por parte de Estado las condiciones para que el nuevo modelo inicie operaciones 
a partir del 1° de enero de 1994, y surgen nuevos problemas que agudizan la 
inestabilidad financiera del ISS y que comprometen los recursos públicos. 
 
La coexistencia de los dos regímenes conduce a una competencia sin cuartel 
entre ellos, caracterizada principalmente por una masiva migración de afiliados del 
ISS a fondos privados, al que subyace el tema de la deuda previsional, 
representada en los bonos pensiónales haciendo que esa deuda implícita y de 
carácter social, se privatice y se vuelva explicita teniendo serias implicaciones en 
el déficit fiscal. El hueco fiscal provocado por la transición se desconoce, pero hay 
quienes75 se atreven a asemejarla con el provocado en chile (5% de PIB por año). 
 
9.2 El papel protagónico del Sistema Financiero  
 
Como antecedente se debe mencionar que el sector financiero en los años 
inmediatos a la reforma, logró un importante posicionamiento, que contrastó con la 
pérdida de dinamismo de la producción y de la inversión. De acuerdo a los datos 
del Banco de la Republica entre los años 1995 y 1997 el aumento de los activos 
financieros fueron evidentemente superiores, con respecto a la producción y la 
inversión.  
 
Tabla N. 4 Evolución en la composición de activos AFPs y Sector Real. 
 
Año 
Tasas de crecimiento (%) 
Producción Inversión Ocupación 
Activos 
Financieros 
1995 5.4 6.1 2.4 12.5 
1996 2.0 -12.0 -1.8 11.3 
1997 3.2 2.8 4.8 8.3 
1998 0.4 -9.2 0.0 -4.5 





    
                                            




Esta tendencia se mantiene hasta el año 1998 donde se hace evidente la crisis 
financiera en la que el gobierno interviene recapitalizando el sistema, bajo este 
panorama los activos del sector financiero presentan tasas de crecimiento 
negativas aún menores a las tasas igualmente negativas de la inversión. En 1999 
se presenta un leve recuperación. 
 
El comportamiento decreciente del sector real de la economía frente al avance los 
activos financieros evidencia el inicio un proceso de bancarización76 que la 
economía colombiana estaría empezando a experimentar en concordancia con la 
dinámica mundial. 
 
Durante la década de los ochenta el sector financiero también atravesó por una 
aguda crisis, que  provocó una reforma por parte del gobierno. Los argumentos 
tenían que ver con la falta de competitividad, la protección frente a la inversión 
extranjera, la elevada participación del capital oficial y los excesivos controles de 
la banca central ( inversiones forzosas y encajes), que limitaban la  el desempeño 
eficiente del sector77. 
 
Con la reforma, la composición del sistema financiero tuvo significativos cambios, 
se adopta en el país una intermedio de banca especializada y banca múltiple, 
caracterizada por el aumento de los intermediarios financieros, las fusiones, 
cesiones y liquidaciones del entidades, extensión de las operaciones permitidas, 
se aumenta la posición propia en dólares, se establece que la negociación de 
divisas ya se realiza únicamente por medio del BR, sino que también a través del 
sistema financiero. 
 
Un aspecto no menos importante es el que, aunado a una entrada masiva de 
capitales se produce simultáneamente la liberación financiera y la apertura d la 
cuenta de capital, hecho que redundó en un exceso de liquidez traducido en un 
boom crediticio, y una revaluación de la moneda. 
 
En respuesta el Banco Central aplicó (en un principio) instrumentos de política 
monetaria de corte restrictivo, que actuaban en contravía de la liberación; 
posteriormente se privilegiaron las Operaciones de Mercado Abierto (OMA), y la 
emisión de títulos de tesorería, (TES), con esta última medida (Giraldo, 98), la 
política fiscal quedó atada a la política monetaria. 
 
                                            
76 “el creciente peso relativo de la economía financiera sobre la economía real por medio de la 
multiplicación de instrumentos monetario y transacciones sin soporte real”. 
77  Parra E. y Salazar N. La crisis financiera y la experiencia  internacional. DNP. Bogotá. 2.000.  
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9.3  Evolución y consolidación de las Administradoras y  Fondos Privados 
de Pensiones 
 
El recaudo y administración de los recursos fueron conferidos a las reglas del 
mercado, donde las administradoras de fondos de pensiones de las cuales son 
dueños los grandes conglomerados económicos, asumieron el control y moldearon 
la regulación del los ahorros previsionales representados en los aportes en 
pensiones. El régimen de capitalización individual fue asumido por grupos 
financieros que gracias a su poder influyen y determinan las condiciones 
contemplados por la ley. 
 
Dentro del Régimen de Ahorro Individual Solidario (RAIS), se pueden definir con 
claridad cuáles son sus operadores, destacando en primera instancia las 
Administradoras de fondos de pensiones (AFPs), los Fondos Privados de 
Pensiones (FPP) y las compañías de seguro (CS). 
 
A principios de 1995 eran  trece  Administradoras de Fondo de Pensiones las que 
entraron al mercado, en la actualidad solo existen seis78 y sus dueños son: 
Colfondos (CITIBANK), Horizonte BVVA (Grupo Banco Bilbao Vizcaya Argentaria), 
Porvenir (Grupo AVAL), Protección (Grupo Empresarial Antioqueño), 
Santander(Grupo Santander Central Hispano) y Skandia (Skandia Group).  
 
Gráfica N.5 Afiliados a Pensiones Obligatorias 
 
 
                                            






En el mercado de las pensiones existe una alta concentración, (esta ha sido la 
característica más sobresaliente  del modelo en todos aquellos países en donde 
se ha implantado)79, que se suma a las fallas en la competencia identificadas por 
el Banco Mundial y que se resumen en: 
  
 El mercado de pensiones está compuesto por una estructura oligopólica.  
 La existencia un cartel poderoso que confabula en contra del asegurado, 
al no poder cambiarse libremente de una administradora a otra. 
 La competencia por segmentos relativamente pequeños del mercado 
sólo genera comisiones más altas. 
  
Es evidente que dentro de los lineamientos adoptados en la reforma financiera se 
privilegia en alto grado a estas entidades, basadas en la estructura de comisiones, 
gastos y rentabilidad, como mecanismo de acumulación del gran capital y 
empobrecimiento de la sociedad. 
 
Como se refirió anteriormente el sector financiero ha influido en gran manera por 
medio de las AFPs, lo anterior se constata al revisar los estados financieros de los 
mismos, en los que sin importar el ciclo por el que esté pasando la economía, las 
ganancias siempre son significativas. Habrá que verse, por medio de qué 
mecanismos las AFPs aseguran altas ganancias.  
 
9.3.1 Resultados financieros de las Administradoras de Fondos de 
Pensiones 
 
Los patrimonios y contabilidad de las AFPs, están separados de los de los FPP 
bajo su administración. De tal manera que los resultados para cada uno ellos se 
maneja de manera independiente. 
 
Los ingresos de las AFPs están representados principalmente por los cobros de   
administración a los FPP. Estos cobros para el año 2009 ascendieron a $ 981.192 
millones de pesos, de este valor el mayor rubro se compone de ingresos por 
administración de pensiones obligatorias, seguido de las comisiones cobradas por 
                                            
79 Holzman, Robert. Soporte del ingreso en la vejez  en el siglo veintiuno. Una perspectiva 




administración a afiliados cesantes, lo cual ha representado un crecimiento 
promedio anual del 61% durante el periodo 2000-2009. 
 
Los ingresos por concepto de administración a las AFPs (por afiliado) han 
presentado crecimientos regulares durante la última década (7%promedio anual), 
esto es, una transferencia del sistema por un valor de 6.2 billones de pesos. 
 
Existen diferentes planteamientos respecto a las economías a escala con 
rendimientos crecientes, que se presentan al interior del régimen de ahorro 
individual, uno de ellos refiere que “los costos del servicio de administración de los 
fondos de pensión es menor en relación con el aumento en los fondos 
administrados y con el incremento en el número de afiliados y por tanto se podrían 
cobrar menores comisiones a los mismos”;  en el modelo colombiano tal efecto o 
parte del mismo no ha sido transferido de manera alguna a los afiliados.     
 
Realizando un análisis de los costos promedio, se evidencia la presencia del 
mismo modelo de escala, que para la AFPs, inicialmente, generó utilidades 
negativas como resultado de costos medios altos, y que con el aumento del 
volumen de los recursos administrados tendieron a disminuir.    
 
Las utilidades de las AFPs según lo reporta la superintendencia bancaria se 
caracterizan por su alta rentabilidad en los últimos 10 años, estas han  crecido en 
promedio 25% anual, ganancias derivadas de los recursos administrados. Esto 
contrasta con las rentabilidades reales de los fondos de los afiliados FPP, sin 
considerar rentabilidad neta de comisiones, que están en el orden del 11%. 
 
Es importante relacionar el costo de las comisiones que se cobran por afiliado y el 
efecto que esto genera en los ingresos operativos de las AFPs. Un aumento del 
0.1% por concepto de administración por afiliado, representa un aumento del 7% 
en los ingresos operacionales. 
 
Lo anterior sirve para ilustrar dos aspectos; en primer lugar, lo referente al 
concepto de eficiencia operativa, que de acuerdo a las cifras de la 
superintendencia financiera, para el año 2009 los gastos operacionales 
constituyen un 67% de los ingresos operacionales de las AFPs. Si se observa su 
comportamiento desde los inicios del sistema, es posible evidenciar que se ha 
logrado eficiencia administrativa representada en la mejora de las utilidades 
obtenidas por los accionistas de estas entidades, sin embargo, esto no es 
representativo de eficiencia del sistema en general, por cuanto nada de estos 
beneficios ha sido transferido a los afiliados. En segundo lugar, las AFPs durante 
los últimos 10 años han registrado utilidades aproximadas de 2.5 billones de pesos 
que representan aproximadamente un 41% de lo cobrado por comisiones de 




Además de los ingresos por comisiones que han sido objeto de análisis hasta este 
momento, las AFPs también perciben ingresos por rentabilidad de  activos, que de 
acuerdo a lo reportado por estas entidades que son sujeto de vigilancia por la 
superintendencia financiera, han representado una rentabilidad del 20%, cuando el 
promedio del sistema financiero está por debajo del 5%. Así mismo las utilidades 
obtenidas por las AFPs  sobre su patrimonio tomando el promedio de los últimos 7 
años han sido del 25%, muy superior a las demás entidades del sector financiero 
que  en promedio alcanzan un 10%. 
 
Las AFPs obtienen su ingreso independiente de la gestión que realicen los FPP y 
sus afiliados. Las utilidades se distribuyen entre sus accionistas, sin que ello 
represente un beneficio para los afiliados y aún  sin que las sociedades asuman 
algún tipo de riesgo, ya que este es tomado en su totalidad por los FPP y en 
consecuencia por los afiliados. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, podemos tomar como ejemplo los años 2007 y 
2008, en los cuales los FPP tuvieron pérdidas, mientras las AFPs presentaron 
jugosas utilidades; por ejemplo, mientras los fondos  perdieron en el mes de marzo 
de 2008, 1.5 billones de pesos, las AFPs obtuvieron utilidades de 47.681 millones 
de pesos. 
 
A pesar de que se sostiene que las pérdidas generadas se verán compensadas 
con  rendimientos positivos, el panorama para los afiliados no es el más alentador, 
toda vez que son los FPP y sus afiliados  los que están permanentemente 






Es contundente no sólo por lo escrito en este breve trabajo, sino por todos los 
estudios realizados en diferentes ópticas, que la seguridad social en Colombia 
desde sus inicios ha presentado múltiples problemáticas y que éstas han sido 
abordadas desde la coyuntura mas no desde la estructura. Esto se debe a  que en 
el país no han existido, ni existen políticas de Estado, sino políticas de gobierno 
impulsadas por el de turno. 
En el caso de las pensiones la problemática no se puede delimitar con facilidad, 
pues son muchos los frentes en que se manifiesta. Persisten problemas tan 
sensibles como la cobertura y el déficit pensional entre otros; que no podrán ser 
superados mientras se mantenga una visión cortoplacista, emitiendo leyes e 
impulsando reformas, que favorecen a grupos minoritarios, sacrificando al grueso 
de la población. 
Las sucesivas reformas de  que ha sido objeto el Sistema de Seguridad Social 
colombiano  y de manera especial el régimen pensional, han aumentado el 
carácter regresivo, insolidario y de exclusión social. Se manifiesta el interés de los 
poderes económicos que han asegurado sus garantías y derechos, a costa de 
marginación y pobreza de la mayoría de nacionales, influyendo para que las reglas 
de juego estén siempre a favor suyo. 
Analizando algunos de los resultados del régimen de ahorro individual en 
Colombia, en relación a los beneficios que genera el sistema pensional  tanto para 
afiliados como AFPs, se puede concluir que mientras los primeros asumen 
individualmente todo el riesgo involucrado en el manejo financiero de recursos y 
comportamientos del mercado, la ganancia en “eficiencia” no se redistribuye 
equitativamente entre los agentes del sistema, es decir no representa beneficios 
para el afiliado en menores costos y/o mayores utilidades abonadas a las cuentas 
individuales, tal como se argumentó en la exposición de motivos de la reforma. 
Mientras que las Administradoras de Fondos de Pensiones por concepto de 
administración entre otras perciben jugosas utilidades, que son distribuidas entre 
sus accionistas independientemente de lo que pase en los mercados financieros. 
En este sentido no existe evidencia de mayor cobertura o de mejores condiciones 
de jubilación (mesadas que superen el promedio histórico de pensiones o 
reducción del tiempo de cotización) para los usuarios del régimen de ahorro 
individual. Mientras que si son evidentes las utilidades sobre activos que están en 
el orden del 20%, y sobre patrimonio que para los últimos años se ha situado en 
un 25% que perciben las AFPs. Rentabilidades que no obtiene ningún sector de la 
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economía y que están incluso por encima de las que obtiene el sistema financiero 
en promedio.  
El déficit pensional requiere de unas acciones urgentes que permitan al gobierno 
sanear sus finanzas, este sin lugar a dudas se constituye en el punto neurálgico 
que puede poner en riesgo el cumplimiento de pago de pensiones a las personas 
que bajo el régimen de prima media ya adquirieron su derecho. 
Con todo lo anterior se puede concluir que el sistema de seguridad que rige en 
Colombia, si es una forma de reproducir círculos de pobreza, inequidad, y 
desigualdad. Que bajo este esquema es imposible que los derechos sociales sean 
garantizados para el total de la sociedad,  y  que dadas las particularidades 
propias del modelo económico imperante lleva cada vez más, a una proporción de 
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